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INTRODUCCIÓN 

 

El presente trabajo, es referente al expediente N° 00683-2012, sobre  

VIOLACIÓN DE LA LIBERTAD SEXUAL - VIOLACIÓN SEXUAL DE MENOR 

DE EDAD, ilícito previsto y penado por el inciso 2° del artículo 173° del Código 

Penal, se inició con la imputación al procesado ELVIS SÁNCHEZ CHERO, por 

haber violentado sexualmente a una menor de edad, proceso amparado bajo 

los alcances del Código Procesal Penal; el presente expediente contiene todos 

los actos procesales como los hechos de fondo y de forma, donde finalmente 

la Sala Penal de la Corte Suprema, declaró inadmisible el recurso de casación 

CONDENANDO A ELVIS SÁNCHEZ CHERO, como autor del delito contra la 

Libertad – Violación de la Libertad Sexual de menor de edad, y se le impone 

20 años de pena privativa de libertad efectiva, así mismo FIJARON: la suma 

de CINCO MIL (S/.5,000.00) NUEVOS SOLES el monto que por concepto de 

reparación civil, deberá abonar el sentenciado a  la menor agraviada identifica 

con iniciales S.I.L.F (13). 
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II. TEMA Y TITULO 

“Violación de la Libertad Sexual en la modalidad de Violación Sexual de menor 

de edad”, Expediente Judicial N° 683-2012-17-1302-JR-PE-02, tramitado en 

Juzgado Penal Colegiado de Huaral – Corte Superior de Justicia de Huaura”. 

 

III. FUNDAMENTACIÓN 

El expediente en análisis es de materia penal, proceso por Violación de la 

libertad sexual - Violación sexual de menor de edad, siendo el procesado Elvis 

Sánchez Chero, quién al momento de cometer el ilícito tendría veinte años, 

por haber violentado sexualmente a una menor de edad de trece años, el 

mismo donde se observará si los hechos se encuentran establecidos dentro 

de los parámetros del inciso 2° del artículo 173° del Código Penal, que indica: 

“El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos 

análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos 

primeras vías, con un menor de edad, será reprimido con las siguientes penas 

privativas de libertad: 1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad la 

pena será de cadena perpetua. 2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, 

y menos de catorce, la pena será no menor de treinta, ni mayor de treinta y 

cinco años. En el caso del numeral 2, la pena será de cadena perpetua si el 

agente tiene cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular 

autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su confianza”. 

Proceso que adjunto como medios probatorios la declaración de la menor, la 

declaración de la madre de la menor, pericias psicológicas del procesado y de 

la agraviada, examen médico legal y otras pruebas documentales, 

observándose que se cumplió con cada una de las etapas procesales, el 

presente trabajo tiene por finalidad demostrar el correcto proceso penal el 

mismo que fue adecuado a los principios de legalidad, debido proceso, no 

vulnerando derechos fundamentales del procesado, señalando la correcta 

aplicación de justicia por parte de todos los órganos judiciales en sus diversas 

instancias. 
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IV. OBJETIVOS 

Llegar a analizar adecuadamente los diversos pronunciamientos judiciales, en 

cada una de las instancias que se llegó en el presente caso, argumentando al 

respecto estar de acuerdo con cada una de las resoluciones emitidas en cada 

instancia judicial. 

V. INDICADORES DE LOGRO DE LOS OBJETIVOS 

El presente proceso se desarrolló dentro de los principios de la observancia 

del debido proceso, legalidad y motivaciones de las resoluciones judiciales; 

por ello desarrollaremos indicadores de logros debidamente justificados. 

 

Principio del Debido 
proceso 

Principio de Legalidad Principio a la 
motivación de las 

resoluciones judiciales 

Intenciones Concreciones Evidencias 

Se respetó la 
observancia del 
debido proceso y la 
tutela jurisdiccional, 
brindando las 
garantías procesales 
a las partes del 
proceso. 

El proceso por Violación 
de la libertad sexual - 
Violación sexual de 
menor de edad se 
encuentra tipificado en 
el artículo 173.2 del 
código penal. 

 
La sentencia de 
primera instancia 
cumple con la 
motivación escrita, 
con mención expresa 
de la ley aplicable y 
de los fundamentos 
de hecho en que se 
sustentan. 

Derecho a la defensa 
técnica el cual 
garantizó el principio 
de legalidad y de 
debido proceso, 
correspondiéndole 
un abogado 
defensor. 

El presente proceso se 
tramitó en proceso 
común conforme al libro 
tercero del Código 
Procesal Penal. 

Juez de primera 
instancia conforme al 
recurso de apelación 
presentado por las 
partes procesales y 
con su debida 
motivación y de 
conformidad con las 
normas concede la 
apelación. 
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Ambas partes 
procesales tuvieron 
acceso a la doble 
instancia y a 
presentar recurso de 
casación. 
 

Se respetó el plazo de 
investigación 
preparatoria conforme 
el Art. 342 del Código 
Procesal Penal, 
formalizando con 120 
días naturales y 
prorrogándolo por 60 
días naturales. 

La sentencia de 
segunda instancia 
cumple con la 
motivación escrita, 
con mención expresa 
de la ley aplicable y 
de los fundamentos 
de hecho en que se 
sustentan. 

Control difuso, 
conforme el artículo 
51 y 138 de la 
Constitución. 

Conforme el Art. 344 del 
Código Procesal Penal, 
se dio por concluida el 
plazo de investigación 
preparatoria, donde el 
fiscal decidió formular 
su acusación.  

El auto de calificación 
del recurso de 
casación, la misma 
que declara 
inadmisible el 
recurso impugnatorio 
se encuentra 
debidamente 
motivada, siendo una 
resolución acorde a 
ley. 

Tutela jurisdiccional 
efectiva, aplicándose 
la jurisdicción penal 
conforme a ley, 
sometiéndose a los 
procedimientos 
establecidos, siendo 
juzgado por el órgano 
jurisdiccional 
competente. 

El recurso de casación 
contra la sentencia de 
segunda instancia tuvo 
procedencia de 
conformidad con el 
artículo 427 del Código 
Procesal Penal, y fue 
desestimada declarada 
inadmisible conforme al 
artículo 428 y sus 
causales artículo 429. 

Existió concepto de 
interpretación, 
imputación y 
tipificación, del ilícito 
con los hechos 
ocurridos y pruebas 
obtenidas en el 
proceso.  

 

VI. DESCRIPCIÓN DEL CONTENIDO 

Se le imputa al procesado, que el día 12 de diciembre del año 2011 a las 09:00 

horas aproximadamente en la Pampa de los Perros Granja Teofilo II (Ref. 

margen derecha de la carretera Huaral), el procesado fue a la tienda donde la 

menor agraviada de iniciales S.I.L.F.(13) atendía, y siendo del caso que dicha 

menor estaba sola pues su madre y hermana habían ido a la cuidad de Huaral 

a efectuar compras, aprovechando dicha circunstancia el imputado Elvis 

Sánchez Chero compró una galleta y frugos, luego de ello procede a la fuerza 

a cargar a la menor agraviada la tira en la cama que está cerca de la tienda, 
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y a la fuerza logra despojar de sus prendas íntimas y luego la obliga a sostener 

relaciones sexuales vía anal y vaginal contra su voluntad, para posteriormente 

de haber consumado tales hechos delictivos se retira de la casa, luego de 

tales hechos la menor agraviada contó lo sucedido a su madre iniciándose las 

investigaciones del caso, siendo detallado por la menor en su declaración 

valorado como medio probatorio a la actuación de prueba anticipada. 

CAPITULO I. DERECHO PENAL  

A. HECHOS DE FONDO 

1. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES DE FONDO 

1.1. Ministerio Público 

El Ministerio Público, formalizó denuncia penal contra Elvis Sánchez 

Chero, como presunto autor del delito contra La Libertad – Violación 

de la Libertad Sexual de menor de edad, en agravio de la menor de 

13 años, identificada con las iniciales S.I.L.F. Proponiendo 35 años 

de pena privativa de libertad y pago por reparación civil por la suma 

de S/.10.000 diez mil soles a favor de la menor agraviada. 

 

1.1.1. Declaración Del Procesado 

El procesado, no ha acudió a la audiencia de juicio oral del 31 

de julio del 2013, a fojas 51/52, razón por lo cual, lo declaran 

reo contumaz, conforme el artículo 79° del Código de 

Procesal Penal. Asimismo, se señala que el acusado llevó el 

libertad su proceso penal, indicando en juicio oral el 04 de 

junio del 2014, que él no fue responsable del hecho por el cual 

se le imputa, indicó que si conocía a la agraviada y en alguna 

ocasión le propuso se su enamorada y ella aceptó. 

 

1.1.2. Declaración de la menor agraviada 

Esta se encuentra contenida a folios 20/22, en la que refiere 

conocer al procesado, ya que el mismo cuenta con una 

pensión en la tienda de su mamá y al despacharle tenía que 

saber los nombres por lo que lo conoce como Elvis desde 

Marzo del 2011, que no tiene ningún vínculo sentimental, así 
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mismo relata que tuvo un problema con él cuando su mamá 

se fue hacer compras con su hermana, ella quedándose sola, 

dónde el imputado vino a comprar frugos y galleta, y cuando 

se iba la cargó y llevó a su cuarto que estaba cerca, luego la 

tiro a la cama e intentó bajarle el pantalón con amenazas, 

abusando de la menor vía vaginal y anal, hecho sucedido el 

12 de diciembre del 2011, a las 09:00 de la mañana, contando 

lo sucedido a su madre el 25 de diciembre del 2011, luego de 

que el imputado la llamara al celular de su madre, para 

encontrarse con ella, contestando su hermana; el mismo que 

quedó corroborado con la declaración testimonial de su madre 

Julia Mercedes Flores León. 

 

1.1.3. Concordancia y contradicciones entre hechos afirmados 

por las partes 

 

1.1.3.1. Concordancia 

Referido al presente punto hay concordancia entre 

el acusado y la agraviada, ambos declararon 

conocerse, la menor lo identifica plenamente al 

acusado, asimismo, el acusado reconoce conocer a 

la agraviada y acepta que tuvo comunicación con la 

misma, se tiene concordancia en estos extremos. 

1.1.3.2. Contradicciones 

En este punto, se puede mencionar observar una 

contradicción en lo declarado por la menor en todo 

el proceso, quién al final indicó que fue víctima de 

abuso sexual por parte del acusado, mientras que el 

procesado, el 04 de junio del 2014, fecha de la 

Resolución N° 9, sobre la sentencia de primera 

instancia ante el Juzgado Penal Colegiado de 

Huaral, declara ser inocente del cargo por el cual se 

le imputaba, así mismo señaló que no tenía 

conocimiento de que era reo contumaz, a través del 
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escrito por su abogado defensor, no siendo 

notificado de dicha resolución por su abogado de 

oficio, así mismo dentro del interrogatorio de la 

sentencia de primera instancia menciona, que el día 

de los hechos se encontraba trabajando desde las 6 

hasta las 8 horas de la mañana, luego salió a tomar 

desayuno, volviendo a las 2 hasta las 5 de la tarde, 

conoce a la agraviada desde el 2011, indicó que la 

menor aceptó ser su enamorada, el día de los 

hechos la madre de la menor quien le daba pensión 

de alimentos, le brindo desayuno a él y sus 

compañeros y no vio a la menor, el 8 de diciembre 

le contesta la carta aceptando ser su enamorada, 

después del 14 de diciembre no la volvió a ver 

porque lo trasladaron a otro lugar, no teniendo nada 

más que mencionar. 

 

1.2. Órganos Jurisdiccionales 

1.2.1. Sentencia del Juez Penal Colegiado de Huaral 

Resolución 09 del 04 de junio del 2014, del Juzgado Penal 

Colegiado de Huaral de la Corte Superior de Justicia de 

Huara, de conformidad con el artículo 399 del Código 

Procesal Penal por UNANIMIDAD FALLA: condenando a 

Elvis Sánchez Chero, como autor del delito contra La Libertad 

– Violación de La Libertad Sexual de menor de edad, ilícito 

penal tipificado en el artículo 173.2 del Código Penal, en 

agravio de la menor de iniciales S.I.L.F, de trece años, 

imponiéndole veinticinco años de pena privativa de 

libertad efectiva, cuyo computo se efectuará una vez que 

sea puesto a disposición del órgano jurisdiccional e internado 

en el establecimiento penitenciario de Carquín. Asimismo, 

fijaron en la suma de Cinco mil soles, el monto por concepto 

de reparación civil deberá cancelar el sentenciado en favor de 

la menor agraviada. 
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1.2.1.1. Hechos tomados en cuenta por el Juez Penal. 

• Los hechos expuestos se encuentran subsumidos 

en el artículo 173.2 del Código Penal, que señala: 

“El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o 

bucal o realiza otros actos análogos introduciendo 

objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos 

primeras vías, con un menor de edad, será 

reprimido con las siguientes penas privativas de 

libertad: Inciso 2. Si la víctima tiene entre diez años 

de edad, y menos de catorce, la pena será no 

menor de treinta, ni mayor de treinta y cinco años”. 

• Testimonial del perito médico Fidel Velasquez 

Cruz, quién se ratificó en su contenido y firma el 

Certificado Médico Legal Nº 004771-15, de fecha 

26 de diciembre del 2011, cuyas conclusiones 

indican presenta himen, desfloración antigua y 

signos de actos contra natura antiguos, habiendo 

manifestado en el interrogatorio las lesiones de 7 a 

10 días atrás son recientes, más allá de los 10 días 

se tratan de lesiones antiguas, por lo que 

considerando el día de los hechos 12 de diciembre 

del 2011, se tiene que el perito ha concluido 

correctamente, acreditándose el abuso sexual, 

violación sufrida por la menor agraviada. 

• La responsabilidad del acusado se encuentra 

acreditada con la declaración de la menor 

agraviada presentando ante el Juzgado de 

Investigación Preparatoria de Huaral, vía Prueba 

Anticipada, dónde preciso la forma, modo, y 

circunstancias de cómo fue objeto de abuso sexual 

sindicando al procesado como el autor del hecho 

en su agravio. 
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• La imputación de la menor se encuentra 

corroborada con la declaración de la testigo doña 

Julia Mercedes Flores León, evidenciándose no 

contradicciones en la sindicación que hace la 

menor al acusado y lo relatado por su madre en 

juicio oral, observándose que la declaración de la 

agraviada ha sido uniforme y reiterada en la 

sindicación. 

• Examen a la perito Psicológica Josefina Ayala 

Pretel, quién se ratificó en su contenido y firma la 

pericia psicológica Nº 4774-2011-PSC, practicada 

a la menor agraviada, el cual concluye que la 

menor presenta tensión ante la confrontación a 

hechos relatados, actitudes de desconfianza y 

rechazo, esquiva simpatía frente al agresor quiere 

protegerlo para que no pase a mayores, rasgos de 

temor. 

• Acta de Reconocimiento Fotográfico de fecha 22 

de junio del 2012, donde la menor reconoce al 

acusado Elvis Sánchez Chero, como la persona 

que abusó sexualmente de ella. 

• Acta de Inspección Fiscal y su transcripción, de 

fecha 7 de setiembre del 2012, donde se acredita 

el lugar de los hechos donde ocurrió el abuso 

sexual. 

• Criterios de valoración que señala el Acuerdo 

Plenario Nº 02-2005/CJ-116, donde se cumplen los 

requisitos: 1. Ausencia de incredibilidad subjetiva, 

no ha existido odio entre la agraviada y el acusado. 

2. Verisimilitud, la sindicación que hace la 

agraviada es coherente, tiene solidez, coincide con 

lo afirmado por su madre y está rodeado por 

corroboraciones que dotan de aptitud probatoria. 3. 
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La persistencia en la incriminación, se evidencia en 

la declaración de prueba anticipada y en lo 

manifestado en el acta de inspección fiscal, donde 

persiste en señalar al acusado como autor del 

abuso sexual en su contra. 

 

1.2.1.2. Hechos no tomados en cuenta por la Juez 

Penal 

• En este punto se tomaron en cuenta todos los 

fundamentos por parte del colegiado; en razón a 

ello se emitió una sentencia acorde a lo propuesto 

por Ministerio Público, como así también en el 

extremo de la reparación civil que se le impuso en 

S/. 5,000.00, esto teniendo en cuenta las 

condiciones del acusado y su actividad 

económica. 

 

1.2.2. Sentencia Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior 

de Justicia de Huaura 

Resolución 16 del 28 de octubre del 2014, de la Sala Penal 

de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Huara, por 

UNANIMIDAD RESUELVE: confirmar la sentencia venida en 

grado, en cuanto condena al acusado Elvis Sánchez Chero, 

con DNI 46685558, natural de Lambayeque y nacido el 21 de 

diciembre de 1990, como autor del delito contra La Libertad – 

Violación de La Libertad Sexual de menor de edad, ilícito 

penal tipificado en el artículo 173.2 del Código Penal, en 

agravio de la menor de iniciales S.I.L.F, de trece años, 

revocar la pena impuesta de veinticinco años de pena 

privativa de libertad efectiva y reformándola le impusieron 

veinte años de pena privativa de libertad, cuyo computo se 

iniciará una vez que sea puesto a disposición del órgano 

jurisdiccional e internado en el Establecimiento Penitenciario 
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de Carquín, con lo demás que contiene sin costas, cumplidos 

los trámites se devuelvan los autos al juzgado de origen. 

 

1.2.2.1. Hechos tomados en cuenta por la Sala Penal 

de la Corte Superior 

• Para la expedición de una sentencia condenatoria 

esta debe descansar en las pruebas aportadas y 

tratándose de un delito sexual donde por su propia 

naturaliza se cometen en escenarios cerrados, se han 

establecido parámetros jurídicos que permitan 

establecer cuando pueda ser válida una acusación o 

sindicación, tal como lo refiere el Acuerdo Plenario Nº 

2-2005, que señala tratándose de un agraviado, 

cuando es el único testigo de los hechos, tiene 

entidad para ser considerada prueba válida de 

cargos, para enervar la presunción de inocencia del 

imputado, siempre y cuando no se adviertan razones 

objetivas que invaliden sus afirmaciones, las 

garantías de certeza serían las siguientes: a. 

Ausencia de incredibilidad subjetiva. b. Verisimilitud. 

c. Persistencia en la incriminación, estableciéndose y 

comprobándose estas garantías con los medios 

probatorios. 

• La evaluación psicológica aunque refiere no haber 

tenido relaciones, siendo valorada como posible 

encubrimiento, se tiene en cuenta el Acuerdo Plenario 

Nº 1-2011 del 06 de diciembre del 2012, referente a 

la apreciación de la pena frente a delitos de violación 

sexual, que indica: 16. “en los atentados contra 

personas que no pueden consentir jurídicamente, 

cuando el sujeto pasivo es incapaz porque sufre 

anomalía psíquica, grave alteración de la conciencia 

o retardo mental, o por su minoría de edad, lo 

protegido no es una inexistente libertad de 
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disposición o abstención sexual sino la llamada 

“intangibilidad” o “indemnidad sexual”. Se sanciona la 

actividad sexual en sí misma, aunque existe 

tolerancia de la víctima, lo protegido son las 

condiciones físicas o psíquicas para el ejercicio 

sexual en libertad”, observándose que la menor no 

tiene voluntad de aceptación. 23. “se ha vinculado 

anteriormente con carácter de precedente vinculante 

que al interior del proceso penal frente a dos  o más 

declaraciones carentes de uniformidad o persistencia 

en cuanto a los hechos incriminados, por parte de un 

mismo sujeto procesal: co-imputado, testigo, victima, 

es posible hacer prevalecer como confiable aquella 

contenido de inculpación por sobre las otras de 

carácter exculpante”, observándose en este caso que 

hubo un declaración contradictoria pero hay cierta 

evasividad que fue advertido por la psicóloga. 

• En esta audiencia no ha habido actividad probatoria 

aportada por la defensa. 

• No se advierte la falta de motivación en la sentencia, 

cumpliendo con el requisito de motivación indicado en 

el artículo 139.5 de la Constitución Política del Perú. 

• Al momento de los hechos el sentenciado tenía 20 

años y le era aplicable una responsabilidad 

restringida, la sala considera que debe ponderarse el 

quantum de la pena bajo el principio de 

proporcionalidad y sus condiciones personales. 

 

1.2.2.2. Hechos no tomados en cuenta por la Sala Penal 

de la Corte Superior 

• En este punto se tomaron en cuenta todos los 

fundamentos por parte del colegiado; en razón a ello 

se emitió una sentencia bajo el principio de 

proporcionalidad. 
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1.2.3. Sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema 

El 12 de junio del año 2015, la Sala Penal Permanente de la 

Corte Suprema de Justicia, se pronuncia con Auto de 

Calificación de Recurso de Casación, declarándose 

INADMISIBLE el recurso de casación formulado por la 

defensa técnica del encausado Elvis Sánchez Chero, contra 

la sentencia de vista del 28 de octubre del 2014, que confirmó 

a primera instancia del 04 de junio del 2014, que condenó al 

procesado como autor del delito contra la Libertad Sexual – 

Violación Sexual de menor de edad, en agravio de la menor 

de iniciales S.I.L.F., y revocó el extremo que le impuso 25 

años de pena privativa de libertad, reformándola le impusieron 

20 años de privación de libertad. Asimismo, condenaron al 

pago de las costas de la tramitación del presente recurso al 

recurrente y dispusieron que se devuelvan los actuados al 

Tribunal Superior de origen, a folios 240/243. 

 

1.2.3.1. Hechos tomados en cuenta por la Sala Penal 

de la Corte Suprema 

• La admisibilidad del recurso de casación se 

encuentra normado en el artículo 428 del Código 

Procesal Penal, indicando que se encuentra bien 

concedido, procediéndose conocer al fondo del 

mismo, conforme el artículo 430 del Código 

Procesal Penal. 

• El artículo 427 del Código Procesal Penal, 

establece restricciones de carácter objetivo para 

viabilizar este medio impugnatorio, indicando en 

el inciso 4. Que excepcionalmente, puede 

aceptarse el recurso de casación, cuando se 

estime imprescindible para el desarrollo de la 

doctrina jurisprudencial. 
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• Se advierte que el impugnante no ha cumplido 

con fundamentar debidamente su recurso de 

agravios, conforme a la exigencia legal 

establecida en el inciso 3. Del artículo 430, no 

siendo argumentado correctamente, para 

identificar el posible vicio y estimar su aceptación 

o no, el Colegiado Superior para confirmar la 

sentencia de primera instancia, expresó de 

manera clara y precisa los argumentos que 

sustentaron la decisión adoptada, respetando la 

garantía genérica de la tutela jurisdiccional.  

• El recurso formulado carece ostensiblemente de 

contenido casacional. 

 

1.2.3.2. Hechos no tomados en cuenta por la Sala Penal 

de la Corte Suprema 

• En este punto se tomaron en cuenta todos los 

fundamentos por parte del colegiado; en razón a 

ello se declaró inadmisible el recurso de casación 

formulado por la defensa técnica, conforme al 

artículo 428 del Código Procesal Penal. 

2. PROBLEMAS 

2.1. Problema Principal o Eje 

¿El procesado ELVIS SÁNCHEZ CHERO, cometió el acto ilícito del 

delito de violación sexual de menor de edad, en agravio de la menor 

identificada con iniciales S.I.L.F., tipificado en el artículo 173º inciso 

2 del Código Penal?. 

 

2.2. Problemas Colaterales 

No se observan daños colaterales. 

 

2.3. Problemas Secundarios 

1. ¿Hubo conducta?, Si. 

2. ¿La conducta es típica?, Si. 
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3. ¿La conducta es antijurídica?, Si. 

4. ¿La conducta es culpable?, Si. 

5. ¿El procesado es autor o partícipe?, Autor. 

6. ¿Existe concurso de delitos?, No 

7. ¿El delito fue consumado?, Si. 

8. ¿El delito correcta la pena aplicada? Si. 

9. ¿Es adecuada la reparación civil? Si. 

 

3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

3.1. Normas Legales 

3.1.1. Constitución Política Del Perú 

Artículo 1o.- "La defensa de la persona humana y el respeto 

de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del 

Estado". 

Artículo 2o.- Toda persona tiene derecho a: 

Inciso 1°.- A la vida, a su identidad, a su integridad moral, 

psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. El 

concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece. 

Inciso 24°.- A la libertad y a la Seguridad Personales. En 

Consecuencia: 

Numeral f: Nadie puede ser detenido sino por mandamiento 

escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales en 

caso de flagrante delito. La detención no durará más del tiempo 

estrictamente necesario para la realización de las 

investigaciones y, en todo caso, el detenido debe ser puesto a 

disposición del juzgado correspondiente, dentro del plazo 

máximo de cuarenta y ocho horas o en el término de la 

distancia. 

Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, 

espionaje, tráfico ilícito de drogas y a los delitos cometidos por 
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organizaciones criminales. En tales casos, las autoridades 

policiales pueden efectuar la detención preventiva de los 

presuntos implicados por un término no mayor de quince días 

naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al juez, 

quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho 

término”. 
 

Numeral h: Nadie debe ser víctima de violencia moral, 

psíquica o física, ni sometido a tortura o a tratos inhumanos 

o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el 

examen médico de la persona agraviada o de aquella 

imposibilitada de recurrir por si misma a la autoridad. 

Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la 

violencia. Quien la emplea incurre en responsabilidad. 

Artículo 4o.- Protección del Niño, Madre, Anciano, familia 

y el Matrimonio 

La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, 

al adolescente, a la madre y al anciano en situación de 

abandono. También protegen a la familia y promueven el 

matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos 

naturales y fundamentales de la sociedad. 

La forma del matrimonio y las causas de separación y de 

disolución son reguladas por la ley. 

 

3.1.2. Código Penal. 

Artículo VIII del Título Preliminar: Proporcionalidad de 

las sanciones 

La pena no puede sobrepasar la responsabilidad por el 

hecho. Esta norma no rige en caso de reincidencia ni de 

habitualidad del agente al delito. La medida de seguridad 

sólo puede ser ordenada por intereses públicos 

predominantes (1). 



21 
 

Artículo 11°. - Delitos y Faltas: Base de Punibilidad. Son 

delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas 

penadas por la ley. 

Artículo 12°. – Delito Doloso y Culposo 

Las penas establecidas por la ley se aplican siempre al 

agente de infracción dolosa. El agente de infracción culposa 

es punible en los casos expresamente establecidos por ley. 

Artículo 20°. – Inimputabilidad 

1. Está exento de responsabilidad penal: 

El que por anomalía psíquica, grave alteración de la 

conciencia o por sufrir alteraciones en la percepción, que 

afectan gravemente su concepto de la realidad, no posea 

la facultad de comprender el carácter delictuoso de su 

acto o para determinarse según esta comprensión; 

2. El menor de 18 años. 

3. El que obra en defensa de bienes jurídicos propios o de 

terceros, siempre que concurran las circunstancias 

siguientes: 

a) Agresión ilegítima; 

b) Necesidad racional del medio empleado para 

impedirla o repelerla. Se excluye para la valoración 

de este requisito el criterio de proporcionalidad de 

medios, considerándose en su lugar, entre otras 

circunstancias, la intensidad y peligrosidad de la 

agresión, la forma de proceder del agresor y los 

medios de que se disponga para la defensa. 

c) Falta de provocación suficiente de quien hace la 

defensa 

4. El que, ante un peligro actual e insuperable de otro modo, 

que amenace la vida, la integridad corporal, la libertad u 

otro bien jurídico, realiza un hecho destinado a conjurar 
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dicho peligro de sí o de otro, siempre que concurran los 

siguientes requisitos: 

a) Cuando de la apreciación de los bienes jurídicos en 
conflicto afectados y de la intensidad del peligro que 
amenaza, el bien protegido resulta predominante 
sobre el interés dañado; y 
 

b) Cuando se emplee un medio adecuado para vencer 
el peligro; 
 

5. El que, ante un peligro actual y no evitable de otro modo, 

que signifique una amenaza para la vida, la integridad 

corporal o la libertad, realiza un hecho antijurídico para 

alejar el peligro de sí mismo o de una persona con quien 

tiene estrecha vinculación. 

No procede esta exención si al agente pudo exigírsele 

que aceptase o soportase el peligro en atención a las 

circunstancias; especialmente, si causó el peligro o 

estuviese obligado por una particular relación jurídica; 

 

6.  El que obra por una fuerza física irresistible proveniente 

de un tercero o de la naturaleza; 

7. El que obra compelido por miedo insuperable de un mal 

igual o mayor; 

8. El que obra por disposición de la ley, en cumplimiento de 

un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio 

o cargo. 

9. El que obra por orden obligatoria de autoridad 

competente, expedida en ejercicio de sus funciones. 

10. El que actúa con el consentimiento válido del titular de 

un bien jurídico de libre disposición. 

11. El personal de las Fuerzas Armadas y de la Policía 

Nacional del Perú que, en el cumplimiento de su función 

constitucional y en uso de sus armas u otro medio de 
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defensa, en forma reglamentaria. cause lesiones o 

muerte. 

Artículo 21°. – Responsabilidad atenuada 

En los casos del artículo 20, cuando no concurra alguno de 

los requisitos necesarios para hacer desaparecer totalmente 

la responsabilidad, el Juez podrá disminuir prudencialmente 

la pena hasta límites inferiores al mínimo legal. 

Artículo 22°. – Responsabilidad restringida por la edad  

Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el 

hecho punible cometido cuando el agente tenga más de 

dieciocho y menos de veintiún años o más de sesenta y cinco 

años al momento de realizar la infracción, salvo que haya 

incurrido en forma reiterada en los delitos previstos en los 

artículos 111, tercer párrafo, y 124, cuarto párrafo. 

 

Está excluido el agente integrante de una organización 

criminal o que haya incurrido en delito de violación de la 

libertad sexual, homicidio calificado, homicidio calificado por 

la condición oficial del agente, feminicidio, sicariato, 

conspiración para el delito de sicariato y ofrecimiento para el 

delito de sicariato, extorsión, secuestro, robo agravado, 

tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, 

apología, genocidio, desaparición forzada, tortura, atentado 

contra la seguridad nacional, traición a la Patria u otro delito 

sancionado con pena privativa de libertad no menor de 

veinticinco años o cadena perpetua." 

 

Artículo 28°.- Clases de Pena 

Las penas aplicables de conformidad con éste código son: 

•  Privativa de libertad 

•  Restrictivas de libertad 
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•   Limitativas de derechos; y, 

•   Multa  

Artículo 29°.- Duración de la Pena Privativa de Libertad 

La pena privativa de libertad puede ser temporal o de cadena 

perpetua. En el primer caso, tendrá una duración de dos días 

y una máxima de treinta y cinco años. 

Artículo 45°.- Presupuestos para Fundamentar y 

determinar la pena 

El Juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, 

deberá tener en cuenta: 

1. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o 

el abuso de su cargo, posición económica, formación, 

poder, oficio, profesión o la función que ocupe en la 

sociedad. 

2. Su cultura y sus costumbres 

3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las 

personas que de ella dependan, así como la afectación 

de sus derechos y considerando especialmente su 

situación de vulnerabilidad. 

Artículo 45-A.- Individualización de la Pena 

Toda condena contiene fundamentación explicita y 

suficiente sobre los motivos de la determinación cualitativa 

y cuantitativa de la pena. 

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por ley, 

el juez atiende la responsabilidad y gravedad del hecho 

punible cometido, en cuanto no sean específicamente 

constitutivas de delito o modificatorias de la responsabilidad. 

El juez determina la pena aplicable desarrollando las 

siguientes etapas: 
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. 1. Identifica el espacio punitivo de determinación a partir de la 

pena prevista en la ley para el delito y la divide en tres 

partes. 

2. Determina la pena concreta aplicable al condenado 

evaluando la concurrencia de circunstancias agravantes 

o atenuantes observando las siguientes reglas: 

a) Cuando no existan atenuantes ni agravantes o 

concurran únicamente circunstancias atenuantes, la 

pena concreta se determina dentro del tercio inferior. 

b) Cuando concurran circunstancias de agravación y de 

atenuación, la pena concreta se determina dentro del 

tercio intermedio. 

c) Cuando concurran únicamente circunstancias  

agravantes, la pena concreta se determina dentro del 

tercio superior. 

3. Cuando concurran circunstancias atenuantes 

privilegiadas o agravantes cualificadas, la pena concreta 

se determina de la siguiente manera: 

a) Tratándose de circunstancias atenuantes, la pena 

concreta se determina por debajo del tercio inferior; 

b) Tratándose de circunstancias agravantes, la pena 

concreta se determina por encima del tercio superior; 

c) En los casos de concurrencia de circunstancias 

atenuantes y agravantes, la pena concreta se 

determina dentro de los límites de la pena básica 

correspondiente al delito. 

Artículo 46°.- Circunstancias de atenuación y agravación 

1. Constituyen circunstancias de atenuación siempre que no 

estén previstas específicamente para sancionar el delito 

y no sean elementos constitutivos del hecho punible, lo 

siguiente:  

a. La carencia de antecedentes penales; 

b. El obrar por móviles nobles o altruistas; 
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c. El obrar en estado de emoción o de temor 
excusables; 

d. La influencia de apremiantes circunstancias 

personales o familiares en la ejecución de la conducta 

punible; 

e. Procurar voluntariamente, después de consumado el 

delito, la disminución de sus consecuencias; 

f. Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las 

consecuencias derivadas del peligro generado; 

g. Presentarse voluntariamente a las autoridades 

después de haber cometido la conducta punible, para 

admitir su responsabilidad; 

h. La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido 

en la conducta punible. 

2. Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no  

estén previstas específicamente para sancionar el delito y 

no sean elementos constitutivos del hecho punible, las 

siguientes: 

a) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos 

destinados a actividades de utilidad común o a la 

satisfacción de necesidades básicas de una 

colectividad; 

b) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos 

públicos; 

c) Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o 
mediante precio, recompensa o promesa 
remuneratoria;  

d) Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o 

discriminación, tales como el origen, raza, religión, 

sexo, orientación sexual, identidad de género, factor 

genético, filiación edad, discapacidad, idioma, 

identidad étnica y cultural, indumentaria, opinión, 

condición económica, o de cualquier otra índole 
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e) Emplear en la ejecución de la conducta punible 

medios de cuyo uso pueda resultar peligro común 

f) Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, 

con abuso de la condición de superioridad sobre la 

víctima o aprovechando circunstancias de tiempo, 

modo o lugar, que dificulten la defensa del ofendido o 

la identificación del autor o participe; 

g) Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta 

punible, que las necesarias para consumar el delito; 

h) Realizar la conducta punible abusando el agente de 

su cargo, posición económica, formación, poder, 

oficio, profesión o función; 

i) La pluralidad de agentes que intervienen en la 

ejecución del delito; 

j) Ejecutar la conducta punible valiéndose de un 

inimputable; 

k) Cuando la conducta punible es dirigida o cometida 

total o parcialmente desde el interior de un lugar de 

reclusión por quien esta privado de su libertad o se 

encuentra fuera del territorio nacional; 

l) Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los 

ecosistemas naturales; 

m) Cuando para la realización de la conducta punible se 

han utilizado armas, explosivos, o venenos u otros 

instrumentos o procedimientos de similar eficacia 

destructiva 

n) Si la víctima es un niño o niña, adolescente, mujer en 

situación de especial vulnerabilidad, adulto mayor 

conforme al ordenamiento vigente en la materia o 

tuviera deficiencias físicas, sensoriales, mentales o 

intelectuales, de carácter permanente o si padeciera de 

enfermedad en estado terminal, o persona 
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perteneciente a un pueblo indígena en situación de 

aislamiento y contacto inicial 

Artículo 92°.- La reparación civil: Oportunidad de su 

determinación 

La reparación civil se determina conjuntamente con la pena. 

Artículo 93°.- Extensión de la reparación civil 

La reparación comprende. 

1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y, 

2. La indemnización de los daños y perjuicios". 

 

05 de abril del 2006 

Artículo 173º.- Violación Sexual de menor de edad El que 

tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza 

otros actos análogos introduciendo objetos o partes del 

cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con un menor de 

edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de 

libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad, la pena 

será de cadena perpetua. 

2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de 

catorce, la pena será no menor de treinta años, ni mayor 

de treinta y cinco. 

3. Si la víctima tiene entre catorce años de edad y menos de 

dieciocho, la pena será no menor de veinticinco ni mayor 

de treinta años. 

Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo 

familiar que le dé particular autoridad sobre la víctima o le 

impulse a depositar en él su confianza, la pena para los 

sucesos previstos en los incisos 2 y 3, será de cadena 

perpetua."(*). 
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(*)Articulo modificado por el Art.1 de la Ley 28704 del 

0504-2006, de conformidad con el Artículo 2 de la Ley N° 

28704, no procede el indulto, ni la conmutación de pena 

ni el derecho de gracia a los sentenciados por los delitos 

previstos en el presente Artículo. De conformidad con el 

Artículo 3 de la Ley N° 28704, los beneficios 

penitenciarios de redención de la pena por el trabajo y 

la educación, semi-libertad y liberación condicional no 

son aplicables a los sentenciados por el delito previsto 

en el presente Artículo. 

 

El inciso 3 del Artículo 173° Violación Sexual de menor de 

Edad 

Inciso declarado inconstitucional por el Resolutivo 1 de 

la Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el 

Expediente N° 00008-2012-PI-TC, publicada el 24 enero 

2013. 

 

19 de agosto del 2013 

Artículo 173°.- Violación sexual de menor de edad El que 

tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza 

otros actos análogos introduciendo objetos o partes del 

cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con un menor 

de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas 

de libertad: 

1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad la pena 

será de cadena perpetua. 

2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de 

catorce, la pena será no menor de treinta, ni mayor de 

treinta y cinco años. 

En el caso del numeral 2, la pena será de cadena 

perpetua si el agente tiene cualquier posición, cargo o 
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vínculo familiar que le dé particular autoridad sobre la 

víctima o le impulse a depositar en él su confianza. (*) 
 

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley Nº 

30076, publicada el 19 agosto 2013, cuyo texto es el 

que se menciona. 

 

Actualmente: 

04 de agosto del 2018 

Artículo 173°.- Violación sexual de menor de edad 

El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o 

realiza cualquier otro acto análogo con la introducción de un 

objeto o parte del cuerpo por alguna de las dos primeras 

vías, con un menor de catorce años, será reprimido con 

pena de cadena perpetua. 
 

LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO 

Artículo 1º.- Función 

El Ministerio Público es el organismo autónomo del Estado 

que tiene como funciones principales la defensa de la 

legalidad, los derechos ciudadanos y los intereses públicos, 

la representación de la sociedad en juicio, para los efectos 

de defender a la familia, a los menores, a incapaces y el 

interés social, así como velar por la moral pública, la 

persecución del delito y la reparación civil. También velará 

por la prevención del delito dentro de las limitaciones que 

resultan de la presente ley y por la independencia de los 

órganos judiciales y la recta administración de justicia y las 

demás que le señalan la Constitución Política del Perú y el 

ordenamiento jurídico de la Nación. 

Artículo 3°.- Atribuciones de los Miembros del 

Ministerio Público Para el debido cumplimiento de sus 

funciones y atribuciones, el Fiscal de la Nación y los 
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Fiscales ejercitaran las acciones o recursos y actuaran las 

pruebas que admiten la Legislación Administrativa y 

Judicial. 

Artículo 5°.- Autonomía Funcional 

Los Fiscales actúan independientemente en el ejercicio de 

sus atribuciones, las que desempeñaran según su propio 

criterio y en la forma que estimen más arreglada a los fines 

de su institución. Siendo un cuerpo jerárquicamente 

organizado deben sujetarse a las instrucciones que 

pudieren impartirles sus superiores. 

Artículo 9°.- Intervención del Ministerio Público en 
etapa policial 

El Ministerio Publico conforme al inciso 5) del Artículo 250° 

de la Constitución Política del Perú vigila e interviene en la 

investigación del delito desde la etapa policial. Con ese 

objeto las Fuerzas Policiales realizan la investigación. El 

ministerio Público interviene en ella orientándola en cuanto 

a las pruebas que sean menester actuar y la supervigila para 

que se cumplan las disposiciones legales pertinentes para el 

ejercicio oportuno de la acción penal. Igual función 

corresponde al Ministerio Publico en las acciones policiales 

preventivas del delito. 

Artículo 10°.- Intervención del Ministerio Público en 

garantía del derecho de defensa 

Tan luego como el Fiscal Provincial en lo penal sea 

informado de la detención policial de persona imputada de 

la comisión de delito se pondrá en comunicación, por sí o 

por medio de su Adjunto o de su auxiliar debidamente 

autorizado, con el detenido, para el efecto de asegurar el 

derecho de defensa de éste y los demás, según le 

reconocen la Constitución y las leyes. 
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Artículo 11º.- Titularidad de la acción penal del Ministerio 

Público. 

El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública, 

la que ejercita de oficio, a instancia de la parte agraviada o 

por acción popular si se trata del delito de comisión 

inmediata o de aquellos contra los cuales la ley la concede 

expresamente. 

Artículo 24°.- Reemplazante del Fiscal de la Nación En 

los casos de impedimento, enfermedad, duelo, ausencia 

temporal y vacaciones del Fiscal de la Nación, asumirá sus 

funciones el que deba reemplazarlo en el turno siguiente, 

hasta que el titular las reasuma. 

Artículo 37°.- Ejercicio de la Fiscalía de la Nación El 

Fiscal de la Nación y los Fiscales Supremos Titulares 

constituyen la Junta de Fiscales Supremos. 

El Fiscal de la Nación es elegido por la Junta de Fiscales 

Supremos, entre sus miembros, por un periodo de tres años, 

prorrogable por reelección solo por otros dos. 

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 

Artículo 1º.- Potestad exclusiva de administrar justicia. 

La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se 

ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos 

jerárquicos con sujeción a la Constitución y a las leyes. 

No existe ni puede instituirse jurisdicción alguna 

independiente del Poder Judicial, con excepción de la 

arbitral y la militar. 

Artículo 2°. -Autonomía e independencia del Poder 

Judicial El poder judicial en su ejercicio funcional es 

autónomo en lo político, administrativo, económico, 
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disciplinario e independiente en lo jurisdiccional, con 

sujeción a la Constitución y a la presente Ley. 

Artículo 25°. Funciones, gobierno y órganos 

encargados de administrar justicia 

El Poder Judicial desarrolla las funciones jurisdiccionales 

que la Constitución y las leyes le otorgan. Para ello se 

gobierna institucionalmente con la autonomía, facultades y 

limitaciones que la presente ley establece. 

En esta ley se señalan los órganos encargados de 

administrar justicia en nombre del pueblo y los que norman, 

rigen, controlan y ejecutan su propia actividad institucional 

y administrativa. 

ACUERDOS PLENARIOS 

Acuerdo Plenario N° 1-2011/CJ-116 del 06 de diciembre 

del 2011 – Cas. N° 53-2019 Junin (S.P.P) Pub. 16 de 

setiembre del 2020. 

Fundamento duodécimo. De ello se concluye que la Sala 

Superior realizó un nuevo análisis valorativo sobre la 

amenaza en la victima como elemento constitutivo del tipo 

penal que fue materia de autos tomando como base la 

conducta de la menor, quién señalo que no pudo oponer 

resistencia ni pedir ayuda durante el tiempo en que estuvo 

retenida y solicitó ir a un lugar distinto al que llevó el agresor; 

cuando la conducta precedente, concomitante o posterior de 

la víctima no puede ser un indicativo de su consentimiento, 

conforme a lo señalado en el Acuerdo Plenario N° 1-2011, 

referido precedentemente y que la Sala Superior, de manera 

clara, obvió en su análisis en conjunto, de cuyo contenido se 

desprende: 

La prueba en el Derecho Penal Sexual 
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28°. El Juez es soberano en la apreciación de la prueba. 

Ésta, empero, no puede llevarse a cabo sin limitación ni 

control alguno. 

Sobre la base de una actividad probatoria concreta -nadie 

puede ser condenado sin pruebas y que éstas sean de cargo-

, y jurídicamente correcta -las pruebas han de ser practicadas 

con todas y cada una de las garantías que le son propias y 

legalmente exigibles-, se ha de llevar a cabo con arreglo a 

las normas de la lógica, máximas de la experiencia 

determinadas desde parámetros objetivos y los 

conocimientos científicos; es decir, a partir de la sana crítica, 

razonándola debidamente (principio de libre valoración con 

pleno respeto de la garantía genérica de presunción de 

inocencia: artículos VIII TP, 158º.1 y 393º.2 NCPP). 

29°. La selección y admisión de la prueba en el proceso penal 

se informa del principio de pertinencia de la prueba –de 

expresa relevancia convencional-, así como los principios de 

necesidad – que rechaza la prueba sobreabundante o 

redundante-, conducencia o idoneidad, y utilidad o 

relevancia. El primero exige la vinculación lógico-jurídica 

entre el objeto de prueba y el medio de prueba. Tal 

circunstancia no cambia para el caso del procesamiento de 

delitos sexuales, donde es en función de las particularidades 

situacionales del hecho sexual que se distingue, escoge y 

prefiere entre los distintos medios de prueba que se tienen al 

alcance para determinar, confirmar o rechazar la tesis 

inculpatoria objeto de prueba. 

30°. La recolección de los medios de prueba en el caso de 

delitos sexuales no constituye una selección acostumbrada, 

uniforme y cotidiana aplicada por igual a todos los casos de 

agresión sexual, menos aún su valoración. Atento al principio 

de pertinencia, el medio de prueba debe guardar estrecha 
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relación con la materia que se quiere dilucidar, 

distinguiéndose: a) por el grado de ejecución: la de un hecho 

tentado o consumado; b) por el objeto empleado para la 

penetración: miembro viril o un objeto análogo; c) la zona 

corporal ultrajada: vaginal, anal o bucal; d) por la intensidad 

de la conducta: penetración total o parcial; e) por el medio 

coaccionante empleado: violencia física, violencia moral o 

grave amenaza; f) por las condiciones personales de la 

víctima: mayor de edad, menor de edad, aquella que no pudo 

consentir jurídicamente, el incapaz porque sufre anomalía 

psíquica, grave alteración de la conciencia o retardo mental. 

31°. El Juez atenderá, en concreto, las particularidades de 

cada caso para establecer la relevancia de la prueba como 

consecuencia de la declaración de la víctima o testigo, y la 

adecuará a la forma y circunstancias en que se produjo la 

agresión sexual (unida a su necesidad –aptitud para 

configurar el resultado del proceso- y a su idoneidad –que la 

ley permite probar con el medio de prueba el hecho por probar-

). A manera de ejemplo, si para el acceso carnal medió 

únicamente grave amenaza -en cuyo caso ni siquiera requiere 

algún grado de resistencia- no es exigible que el examen 

médico arroje lesiones paragenitales que evidencien 

resistencia física por parte de la víctima. Se ha de acudir a 

otros medios de corroboración, tal es el caso de la pericia 

psicológica, u otras que se adecuen a las peculiaridades del 

hecho objeto de imputación. 

32°. Las variadas combinaciones que la multiplicidad de 

conductas reguladas puede arrojar y aplicarse en la praxis a 

un supuesto determinado de la realidad exige al Juzgador 

valerse de los distintos medios de prueba actuados en la 

causa que por su naturaleza puedan corroborar una 

incriminación. Así la problemática que advierte respecto a la 

indebida valoración de la pericia médico legal que no 
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consigna lesiones paragenitales y/o himeneales, se despeja 

sin más a través de una atenta aplicación del principio de 

idoneidad de la prueba penal en relación a las circunstancias 

y medios empleados por el agresor para conseguir el quiebre 

de la voluntad de la víctima. Si los medios delictivos 

consisten en la amenaza, la penetración vaginal fue 

incompleta, o la agresión sexual radicó en la práctica 

genitalica-bucal, resulta absurdo admitir a trámite la referida 

prueba técnica, actuarla y, menos, valorarla. Será la 

declaración de la víctima la que, finalmente oriente la 

dirección de la prueba corroborativa. De este modo, se 

desmitifica la prueba médico forense como una prueba de 

actuación obligatoria ante la sola mención del tipo legal 

imputado. 

33º Lo expuesto no importa disminuir el alcance probatorio 

de la pericia médico-legal, sino identificar el contexto en la 

que sus conclusiones adquieren real vinculación y 

potencialidad con la acción delictiva objeto de imputación. 

Dicha prueba pericial será trascendente cuando se atribuya 

-usualmente por parte de la propia víctima- el empleo de 

agresión física, penetración violenta o sangrado producto de 

los hechos, las que, de no evidenciarse, pese a la 

inmediatez de la actuación de la pericia, será relevante para 

debilitar el alcance de la declaración de la víctima o 

considerar la ausencia de corroboración. 

(VII Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente 

y Transitoria). El peruano 30 de mayo de 2012. 

Acuerdo Plenario N° 4-2008/CJ-116 del año 2008 

Se discute la posibilidad de determinar cómo edad de 

protección límite a la tantas veces mencionada indemnidad 

sexual, los 18 años de edad. Así, en el pleno se sostiene – con 

acierto – que la modificación a que se refiere el artículo 173° 
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del Código Penal, colisiona con las disposiciones legales en 

materia civil, ya que el Código Civil prevé la posibilidad de que 

una adolescente de 16 años de edad contraiga matrimonio, 

con lo que admite también en forma tácita, que esta 

adolescente haga uso de su actividad sexual con su cónyuge. 

Para este supuesto, de colisión de normas, la Corte Suprema 

ha determinado que debe tenerse en cuenta la aplicación de 

la norma más favorable al procesado, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 139° inciso 11) de la Constitución 

Política del Estado. 

El artículo 173° inciso 3 del Código Penal, modificado por la 

Ley 28704 publicada el 05 de abril del 2006, establece como 

nueva modalidad del subtipo agravado la violación de un 

menor de edad cuya edad fluctúa entre 14 y 18 años. Incluso 

incrimina la relación sexual sostenida con un adolescente de 

esas características que haya prestado su consentimiento. 

De acuerdo a este dispositivo el sujeto activo puede ser 

cualquier persona mayor de 18 años de edad y el sujeto 

pasivo un menor, hombre o mujer, mayor de catorce años 

pero menor de dieciocho años.  

Acuerdo Plenario N° 7-2007/CJ-116 del año 2007, La Corte 

Suprema sostuvo que el tratamiento penal que establece el 

artículo 173° del inciso 3) del Código Penal, resulta 

abiertamente desproporcionado en su escala punitiva 

abstracta, en relación a delitos que tienen un mayor contenido 

de injusto, como lo son los delitos contra la Vida, el Cuerpo y 

la Salud. Y es que, ciertamente, consideramos que el delito en 

mención de acuerdo a la modificatoria incorporada por la Ley 

N° 28704, que se encuentra sancionado con 25 años de pena 

privativa de la libertad, resulta abiertamente desproporcional; 

pues, si uno de los integrantes de una pareja sentimental se 

encuentra en el rango de edad entre 14 y 18, y en esas 

condiciones sostiene relaciones sexuales con su pareja, esta 
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última debe ser procesada por el delito en referencia y en 

consecuencia hacerse acreedora a 25 años de pena privativa 

de la libertad, aun cuando la práctica sexual se hubiere 

realizado de con absoluto consentimiento del menor. Sobre 

el particular, en el propio Acuerdo Plenario se hace 

referencia a la importancia del respeto al Principio de 

Proporcionalidad a que se refiere el artículo VIII del Código 

Penal, en cuya virtud, de acuerdo a la doctrina y 

jurisprudencia nacional “la pena debe ser adecuada al 

daño ocasionado al agente, según el grado de culpabilidad 

y el perjuicio socialmente ocasionado”. 

Si tenemos en cuenta que el principio de proporcionalidad 

exige la imposición de una pena que guarde coherencia con 

el daño ocasionado en razón de su injusto, y que, además, en 

el supuesto de relaciones sexuales consentidas con menores 

entre los 14 y menos de 18 años de edad, éstas no 

presuponen la existencia de daño congruente a la imposición 

de una pena tan severa, como lo es 25 años de pena privativa 

de la libertad, coincidimos con la Corte Suprema cuando 

señala en el numeral 9 y siguientes de dicho acuerdo plenario, 

que corresponderá a los jueces evaluar estos aspectos al 

momento de graduar la pena, como también deberá tener en 

cuenta “Factores complementarios de atenuación” tales 

como la diferencia de tareas entre el sujeto activo y el pasivo, 

la existencia de un vínculo sentimental entre ambos, las 

costumbres y percepción cultural de los involucrados, entre 

otros aspectos. 

Acuerdo Plenario Nº 4-2016/CIJ-116, publicado el 17 de 

octubre del 2017 

El artículo 22 del Código Penal se erige en una eximente 

imperfecta radicada en la categoría de culpabilidad. El primer 

elemento sobre el que descansa el juicio de culpabilidad es la 
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imputabilidad o capacidad de culpabilidad condición previa e 

indispensable de la culpabilidad. Esta tiene dos ámbitos: a. El 

sujeto debe alcanzar una edad determinada: dieciocho años; 

y b. El sujeto no debe padecer graves anomalías psíquicas, 

que eliminen el grado mínimo de capacidad de 

autodeterminación exigido por nuestro ordenamiento jurídico. 

Por razones de seguridad jurídica, nuestro legislador no solo 

fijó en dieciocho años la edad mínima para capacidad de 

culpabilidad (artículo 20.2 del Código Penal), sino que además 

como un concepto específico, estableció que cuando el 

agente tenga más de dieciocho años y menos de veintiún 

años o más de sesenta y cinco años, al momento de realizar 

la infracción el sujeto es capaz de comprender el injusto hecho 

y de actuar conforme con esa comprensión, corresponde la 

reducción prudencial de la pena, la cual según línea 

jurisprudencial uniforme siempre opera del mínimo legal hacia 

abajo.  

 

ACUERDO PLENARIO Nro.01-2012/CJ-116 – I Pleno 

Jurisdiccional Extraordinario de las Salas Penales 

Permanente y Transitoria, publicado el día 26 de julio de 

2012. 

La protección de la indemnidad sexual, está relacionado con 

la necesidad de proteger y garantizar el desarrollo normal en 

el ámbito sexual de quienes aún no han alcanzado el grado 

de madurez suficiente. Para ello, como sucede en el caso de 

menores, así como con la protección de quienes, debido a 

anomalías psíquicas, carecen a priori de plena capacidad 

para llegar a tomar conciencia del alcance del significado de 

una relación sexual. Los menores, no tienen la capacidad 

física ni psíquica para ejercer su derecho a orientar y decidir 

sobre su vida y libertad sexual, y por ello no están en 
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condiciones de ejercer una autodeterminación capaz de 

comprometer válidamente su comportamiento sexual, en tal 

sentido, las normas y la doctrina nacional y comparada, 

considera que la “indemnidad sexual” es el objeto 

fundamental de tutela penal respecto a los referidos 

menores de edad. En cuanto a los accesos carnales no 

consentidos en agravio de menores entre 14 y 18 años, 

sostiene que es urgente y necesaria que se regule una 

modalidad agravada del artículo 170º del CP como la 

prevista con la dación de la Ley nº 28251 – que modificó el 

artículo 170º- que contiene este supuesto, atendiendo 

además a la mayor entidad del injusto, pues el grado de 

afectación es mayor. 

 

3.1.3. Leyes 

 
Ley Nº 30076, publicada el 19 agosto 2013. 

Ley que modifica el código penal, código procesal penal, 

código de ejecución penal y el código de los niños y 

adolescentes y crea registros y protocolos con la finalidad de 

combatir la inseguridad ciudadana. Modificándose los 

artículos 22, 36, 38, 45, 46, 46-B, 46-C, 57, 58, 62, 64, 69, 

70, 102, 170, 173, 186, 189, 194,195, 200, 202, 204, 205, 

279, 279-C, 317-A y 440 del Código Penal.  Y su única 

Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto 

Legislativo N° 1181, publicado el 27 julio 2015, el mismo que 

modifica el artículo 22 del Código Penal. 

 

Ley N° 30838, publicada el 11 de Julio del 2018. 

 

Ley que modifica el código penal y el código de ejecución 

penal para fortalecer la prevención y sanción de los delitos 

contra la libertad e indemnidad sexuales. Modificándose los 

https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/detallenorma/H1084529
https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/detallenorma/H1133250
https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/detallenorma/H1133250
https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/detallenorma/H1133250
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artículos 15, 46-B, 46-C, 69, 92, 170, 171, 172, 173, 174, 175, 

176, 176-A, 177, 178, 178-A y 183-B del Código Penal 

 
3.2. Doctrina 

a) FLAGRANCIA 

Tal lo evidencia la flagrancia con diversos conceptos, como 

“aquellas situaciones en que una persona era sorprendida y 

capturada en el momento de cometer un hecho punible o 

sorprendida y capturada con objetos, instrumentos y huellas”, 

dentro del ámbito de estudio de esta investigación, la flagrancia 

se da dentro de las veinticuatro horas de cometer el hecho ilícito, 

estando vinculado con los supuestos que se expresan en el 

artículo 259, del Código Procesal Penal: 

1. El agente es descubierto en la realización del hecho punible. 

2. El agente acaba de cometer el hecho punible y es 

 descubierto. 

3. El agente ha huido y ha sido identificado durante o 

inmediatamente después de la perpetración del hecho 

punible, sea por el agraviado o por otra persona que haya 

presenciado el hecho, o por medio audiovisual, dispositivos o 

equipos con cuya tecnología se haya registrado su imagen, y 

es encontrado dentro de las cuarenta y ocho horas de 

producido el hecho punible. 

4. El agente es encontrado dentro de las cuarenta y ocho horas 

después de la perpetración del delito con efectos o 

instrumentos procedentes de aquel o que hubieren sido 

empleados para cometerlo o con señales en sí mismo o en su 

vestido que indiquen su probable autoría o participación en el 

hecho delictivo. 

Luis Gonzaga Vélez Osorio. Otra cara del sistema 

acusatorio colombiano: menosprecio de la libertad 

personal y autoritarismo penal. 2012. p. 157 
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b) CULPABILIDAD 

La culpabilidad es vista como un principio basado en la idea de 

libertad de voluntad, siendo el objeto central del reproche de la 

culpabilidad un modo especial de la decisión de valores de la 

voluntad a favor de lo injusto, es decir, que quien realiza la acción 

se encuentra motivado puesto que surge una representación de 

valor, ocurriendo lo mismo con las decisiones que adopta el 

incapaz de imputación, con la diferencia de que éste último realiza 

la acción como consecuencia de impulsos instintivos causales, en 

cambio las acciones culpables tienen una comprensión de 

sentido, pero ello no significa que las decisiones voluntarias de las 

personas capaces no tengan en su interior estos impulsos sino 

que la diferencia radicaría en cómo el yo actúa frente a lo que se 

tenga ante sí, en la cual finalmente entra a tallar la denominada 

libertad de voluntad, definiendo al objeto de la culpabilidad como 

aquel modo especial de decisiones de valor emocional las mismas 

que son voluntarias, dando lugar a un acto de valor con sentido. 

Mayra Palmira Guevara Cornejo. Análisis del principio de 

culpabilidad en el derecho administrativo sancionador a 

partir de la jurisprudencia del tribunal constitucional. 2016. P. 

67. 

 

c) ANTIJURICIDAD 

Es antijurídica toda contradicción con el ordenamiento jurídico y 

no solamente las acciones contradictorias con el mismo. Nos 

explicamos. Pueden existir contradicciones al ordenamiento 

jurídico que no consistan en actos de las personas, sino en 

situaciones o estados personales. Y esas situaciones 

generalmente son consecuencia de actos. No abundaremos en 

este tema para analizarlo con más profundidad en el capítulo 

siguiente. Sólo agregaremos —una vez más—que la 

antijuridicidad debe ser entendida como toda contradicción con el 

ordenamiento jurídico que puede manifestarse en cualquier 
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ámbito de la realidad humana, esto es, una conducta o un estado 

o situación que experimenta un ser humano. 

Aldo Luis De Cunto. La antijuridicidad y la responsabilidad 

por acto lícito. 2021. P. 330. 

 

d) AUTORIA 

Existen  diversas  formas  mediante  las  cuales  se  puede  

participar  en  un  hecho  delictivo. Primero está la autoría, que 

consiste en el ataque directo y personal contra el  bien  jurídico. 

Por ejemplo, A le hurta la computadora a B. Luego está la 

coautoría, que se da cuando dos o más  personas  realizan  la  

conducta  descrita en  el  tipo  penal.  Por  ejemplo,  A  apunta  

con  el arma  y  B  desapodera  de  la  computadora  de  C.  

También  está  la  autoría  mediata,  según  la cual, es autor 

mediato aquel que utilice a otra persona para  lesionar al  bien  

jurídico. Dicha utilización  puede  ser  mediante  amenaza  o  

engaño.  Por  ejemplo,  en  una  obra  de  teatro  A cambia las 

balas de salva por balas reales, y B dispara contra C, pensando 

que es solo parte de la obra. En este supuesto, A es el autor 

mediato, mientras que B es el instrumento. 

Orestes Arenas Nero. La  Autoría en el Derecho Penal 

Panameño. 2020. P. 2. 

 

e) VIOLACIÓN SEXUAL 

 

A finales del siglo XX, la legislación en temas de violación sexual 

se hizo más precisa. En 1991, se publicó el actual Código Penal, 

cuyo Capítulo IX “Violación de la libertad sexual”. Luego existieron 

modificatorias en la que se especifica por cuál vía se dan los 

“accesos carnales” (vaginal, anal, oral u otros actos análogos 

introduciendo objetos o partes del cuerpo por vía vaginal y anal), 

en donde la penetración con el pene en la vagina (la figura coital) 

o ano, no es la única posibilidad para determinar violación. 

Durante el año 2020 ocurrieron 5,985 casos de violaciones 
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sexuales, y en menores de edad fueron 3,928. Acorde con el 

registro del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 

(MIMP) se atendieron 9,993 violaciones sexuales a mujeres en los 

últimos dos años. Al respecto, debe precisarse que según la 

Encuesta Nacional de Relaciones Sociales (ENARES) la violación 

sexual afecta principalmente a niñas y adolescentes, siendo 1 de 

cada 3 víctimas menores de 14 años; y, el umbral de riesgo de 

violación se encuentra entre los 10 y los 13 años. De esa manera, 

el MIMP reportó 4,943 niñas menores de 14 años ultrajadas 

sexualmente para el periodo 2017 y 2018, siendo los agresores 

en su mayoría una persona conocida (familiar, docente, vecino) 

por la menor, con una relación de confianza y poder sobre ella.  

Miguel Gutiérrez Ramos. La violencia sexual en el Perú. 2021 

 

f) CONSUMACIÓN 

Los delitos de resultado requieren para su consumación la 

producción de un resultado material, separable espacio‐ 

temporalmente de la acción, que ha de ser causado por ésta. Es 

en estos supuestos, por tanto, donde debe comprobarse la 

existencia de una relación de causalidad entre la acción 

desarrollada por el sujeto y el resultado producido; la relación de 

causalidad constituye un nexo o unión entre la acción y el 

resultado material que tiene por objeto constatar desde un punto 

de vista científico (de las leyes de la naturaleza) que el resultado 

material ha sido producido (causado) por la acción del sujeto. 

Guillermo Franklin Olivera Samamé. Autoría mediata en el 

delito de violación de la libertad sexual. P. 51. 

 

g) BIEN JURÍDICO. LIBERTAD SEXUAL E INDEMNIDAD 

SEXUAL 

El tema del bien jurídico “Libertad Sexual”, es decir, lo repetiremos 

una vez más el derecho que tiene toda persona de auto 

determinarse sexualmente, eso incluye rechazar la intromisión de 

dicha esfera a terceras personas, cuando no esté incluido el 
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consentimiento, esa actitud de cualquier persona de permitir o 

aceptar conscientemente algo, como ya se adelantó el Código 

Penal actual, hace mal en no mencionar y dejar zanjadas las 

diferencias entre libertad sexual e indemnidad sexual, por lo que 

tendrá que modificar próximamente y mencionar taxativamente en 

sus líneas ambos bienes jurídicos. Ahora bien el principal 

indicador entre si se está vulnerando la Libertad Sexual o la 

Indemnidad Sexual, es la edad cronológica de cada personas, es 

por ello que corresponde analizar que hace diferente a un niño de 

una adolescente, que tanto cambia el desarrollo sexual de una 

persona entre los catorce años de edad y los trece años y once 

meses. Por ello es necesario el apoyo de la ciencia de la 

Psicología para desnudar estas interrogantes. 

Geovanny Alonso Abrill Aranibar. Análisis del bien jurídico 

libertad sexual e indemnidad sexual del código penal 

peruano. 2019. 

  

h) PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 

 

El principio de proporcionalidad es un marco doctrinal que las 

cortes en muchas jurisdicciones usan para determinar si una 

restricción particular de un derecho fundamental adoptada por el 

Gobierno está justificada a la luz de la constitución. En su forma 

más común, este principio se utiliza en un test de tres elementos 

o pruebas. Cada paso plantea una pregunta que requiere ser 

contestada de forma afirmativa para que las cortes puedan 

concluir que la limitación del derecho bajo examen está 

justificada. Los tres pasos son: en primer lugar, ¿es la restricción 

una medida idónea para alcanzar, o ayudar a lograr, un objetivo 

constitucional legítimo? En segundo lugar, ¿es esta restricción 

realmente necesaria? En otros términos, ¿existe alguna medida 

menos invasiva del derecho que permita alcanzar el mismo 

objetivo? En tercer lugar, ¿es la carga impuesta al ejercicio del 

derecho proporcional al beneficio que se deriva de ella en 
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términos de la consecución del objetivo constitucional? Si una 

medida proferida por el gobierno satisface estas tres exigencias 

(las cuales usualmente son llamadas idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad en sentido estricto o ponderación), 

la medida será convalidada por los jueces. 

Víctor Ferreres Comella. Más allá del principio de 

proporcionalidad. 2020. 

 

i) TEORIA DEL CASO 

La teoría del caso es la presentación que se hace ante el juez 

de la manera en que los hechos objeto de juzgamiento habrían 

acaecido; al ser una especie de fotografía (Miller) de lo ocurrido, 

en lugar de ser la totalidad de la película (para seguir con el 

símil), tiene que ser capaz de transmitir al juez de manera 

completa, coherente y plausible (Bex y Verheij) una descripción 

y explicación de los hechos. Para evitar que el juez se distraiga 

con aspectos que no son esenciales en el debate, es 

imprescindible que la teoría del caso se concentre en los hechos 

que están en litigio y que se limite a los problemas jurídicos 

objeto de discusión. 

La teoría del caso debe ser llamativa para el juez tanto en lo que 

se refiere a su contenido como a su presentación (Bocchino y 

Solomon); de ahí que deba estar centrada en el o los aspectos 

esenciales de la discusión, obviando todas aquellas 

circunstancias sobre las que no haya diferencia de opiniones 

con la contraparte que pueden afectar la decisión final; la teoría 

del caso es el problema central del caso (Miller). Una 

construcción precisa de ella permite estipular todos los hechos 

que no constituyan el núcleo de la controversia, reduciendo el 

número de pruebas que será necesario practicar dentro del 

juicio y permitiendo con ello que el juez se concentre en el tema 

sobre el que se lo quiere persuadir, y que las audiencias de 

juzgamiento no se extiendan en demasía. 
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Yesid Ryes Alvarado. ¿Cómo y para qué se construye una 

teoría del caso?. 2020. P. 7 

 

j) EL ACCESO CARNAL 

 
Según el Código Penal colombiano en su artículo 212, el acceso 

carnal hace referencia  a  “la  penetración  del  miembro  viril  por  

vía  anal,  vaginal  u  oral,  así  como  la  penetración  vaginal  o  

anal  de  cualquier  otra  parte  del  cuerpo  humano u otro objeto”; 

de esta definición se observan varios componentes que es 

necesario analizar detalladamente para poder comprender todo lo 

que encierra o abarca su interpretación normativa. Su descripción 

normativa nos invita a generar comentarios como por ejemplo: 

“solamente  puede  acceder  carnalmente  el  hombre”,  “la  mujer  

nunca  puede  ser sujeto activo del acceso carnal al no poseer 

miembro viril”, “una vagina no puede  penetrar”,  cuando  

objetivamente  la  norma  no  expresa  taxativamente  lo anterior. 

José Ángel Bonilla Coneo y Leslie Ujueta Marmolejo. La 

mujer como sujeto activo del acceso carnal. 2016. P. 3. 

 

3.3. Jurisprudencia 

a) La contradicción sobre la verosimilitud evidencia falta de 

coherencia interna en la decisión. Al mismo tiempo no se puede 

afirmar que concurre y no concurre, dado que ello vulneraria el 

principio lógico de no contradicción. Las conclusiones sobre la 

ausencia de credibilidad subjetiva exigen al juez efectuar un juicio 

crítico de las razones que las partes exponen durante el debate 

sobre el posible odio o rencor que entre ellas pudiera existir, y 

sobre esta base emitir su pronunciamiento, en las que se 

conceda crédito o se relegue una declaración. No basta remitirse 

a una expresión de la agraviada para desestimarla, ni alegar 

cierta rencilla entre las partes para que, ipso facto, se desestime 

el principal medio de prueba. 
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Casación Nº 1113-2018- Cusco. Publicado el 27 de 

noviembre del 2019. Precisión sobre la evaluación de las 

garantías de certeza en la declaración de la agraviada. 

 

b) La edad de una persona, más aún si es una menor con quien se 

quiere tener actividad sexual, no puede deducirse de lo que pudo 

haber pensado psicológicamente el imputado, el criterio 

psicologista no es de pertinente, nadie puede introducirse en los 

pensamientos y deseos de una persona, sino debe partirse de 

criterios de imputación del dolo a través de las reglas socialmente 

aceptadas. Hay, por lo general, diferencias apreciables, 

fisiológica y psicológicamente, entre una niña de doce años y una 

adolescente de catorce años a más, tanto más si no consta que 

entre el imputado y la agraviada medió una amistad relativa o un 

conocimiento previo y suficiente. Asimismo, el imputado tenía 

una diferencia de edad con la agraviada apreciable, el veinte y 

ella doce años. 

Casación Nº 552-2019. Cañete. Publicado el 18 de noviembre 

del 2020. 

 

c) La agraviada de iniciales M.E.G.M. ofreció una sindicación 

coherente, uniforme, persistente y sustentada periféricamente. 

La pericia anatómica acredito la producción de los actos sexuales 

instruidos; mientras que la pericia psicológica demostró, como es 

lógico, la desestabilización de su estado psíquico y precocidad 

sexual. Se refleja una situación de vulnerabilidad previa, 

concomitante y posterior a los actos sexuales, lo que impide 

concluir que haya entablado relaciones libres, voluntarias, 

igualitarias y equilibradas. En estos casos se adoptan actitudes 

de sometimiento y pasividad. 

El núcleo de lo relatado, con relación a las agresiones sexuales 

sufridas, a la mecánica de su producción y a las circunstancias 

temporales y especiales en que tuvieron lugar, se mantuvo 
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incólume durante el proceso penal (entre la primera y la última 

declaración transcurrieron cinco años). No convergen  elementos 

de juicio para cuestionar su credibilidad subjetiva. La 

animadversión de su entorno familiar no es extrapolable y no 

compromete negativamente la fiabilidad de su declaración, por 

ende, la confabulación alegada no tiene una base sólida y 

constituye una mera conjetura. La prueba de cargo razonada es 

prural, concordante y suficiente. Por consiguiente, la presunción 

constitucional de inocencia del procesado Miguel Angel Ramirez 

Roque ha sido enervada.  

El imputado no penetró una sino varias violaciones sexuales 

consumidas, en las que no cabe error de tipo y no se configuran 

las exenciones de responsabilidad que franquea la ley penal. Las 

agresiones sexuales poseen un componente que implica 

naturalmente la vejación, la humillación y el menosprecio para las 

víctimas, pues se vulnera un ámbito de la libertad tan importante 

para las personas como es el de su sexualidad. La dignidad 

siempre resulta mellada. Debido a que el hecho delictivo es 

notoriamente grave y existe un reproche jurídico absoluto, la 

sanción impuesta al acusado resultó sumamente benigna e 

infringió los principios de legalidad y proporcionalidad de la pena 

dentro de la lógica de prevención. La sanción que finalmente se 

aplica corresponde a 30 años de pena privativa de libertad, es 

decir coincidente con el mínimo legal estipulado en el artículo 173 

primer párrafo, numeral 2, del Código Penal, modificado por la 

Ley número 28704 del 05 de abril del 2006. 

R.N Nº 1857-2018-Lima Este. Publicado el 13 de mayo del 

2019. Violación sexual de menor de edad, prueba suficiente 

y determinación de la pena. 

 

d) Las partes acusadora y acusada no mencionaron la aplicación 

del artículo 22 del Código Penal y el órgano jurisdiccional 

tampoco hizo. Esta omisión no impide que en sede de casación 
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se afirme infracción de la cita norma sustantiva. El tribunal 

supremo puede y debe considerar su no aplicación en los casos 

en que proceda legalmente. Es de recordar primero, que en el 

principio iura novit curia es de la esencia de la potestad 

jurisdiccional, conforme al cual los jueces tienen la obligación 

de aplicar la norma jurídica pertinente, aunque no haya sido 

invocada por el acusador o el acusado. Segundo que, desde 

luego su aplicación de oficio en lo penal está limitada por el 

principio de favor rei y el ámbito de los recursos, por el principio 

de interdicción de la reforma peyorativa. Que no se trata en el 

presente caso, de incorporar un hecho nuevo o de modificar la 

calificación legal o jurídica del hecho objeto de la acusación. 

Sino resaltar que la minoría relativa fue reconocida por la 

fiscalía y no objetada por el órgano jurisdiccional sentenciador, 

más aún si es favorable al imputado, no hace falta en estos 

casos, plantear la tesis: concordancias con los artículos 374 y 

397 del Código Procesal Penal. Desde esta perspectiva, 

incluso, no es relevante que en sede del recurso de apelación 

no se planteó como causa de pedir impugnatoria la inaplicación 

del artículo 22 del Código Penal. Es un precepto de carácter 

imperativo y, como tal, el ordenamiento obliga a considerarlo a 

los efectos de una pena justa. 

Casación Nº 1508-2018-Lambayeque, publicada el 02 de 

setiembre del 2020. 

 

e)  Establecer como doctrina legal, al amparo de los criterios 

expuestos en los fundamentos precedentes que se asumirán 

como pautas de interpretación en los asuntos respectivos, los 

siguientes lineamientos jurídicos: El artículo 173 del Código 

Penal no contempla una pena inconstitucional. No existen 

razones definitivas o concluyentes, desde el principio de 

proporcionalidad, para estimar que la pena legalmente prevista 
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para el delito de violación sexual de menores de edad no puede 

ser impuesta por los jueces penales. 

Corresponde al juez penal ser muy riguroso en la determinación 

e individualización de la pena. En tal virtud, debe seguir las 

directivas establecidas en los artículos VIII y IX del título 

preliminar del Código Penal, las disposiciones fijadas en los 

artículos 45, 45-A y 46 del citado código, y los demás preceptos 

del Código Penal y del Código Procesal Penal con influencia en 

la aplicación, determinación e individualización de la pena. 

Estas expresan las reglas, de rango ordinario, que afirmar los 

principios de legalidad, culpabilidad y proporcionalidad, propios 

del derecho penal en su relación con el derecho constitucional. 

Sentencia Plenaria Casatoria Nº 1-2018/CIJ-433, publicada 

el 18 de diciembre del 2018. 

 

f) La incompatibilidad entre la norma constitucional y la norma 

legal, a fin de cautelar la garantía constitucional de igualdad 

ante la ley, prevista el inciso 2 del artículo 2 de la Constitución 

del Estado; en uso de la atribución del control difuso, 

establecido en el artículo 138° de la Constitución, está 

legitimado para inaplicar el segundo párrafo del artículo 22° del 

citado Código; precisando, además, que resulta válido recurrir 

en el caso concreto a la responsabilidad restringida −conforme 

el artículo 22°, primer párrafo, del Código Penal− para dosificar 

la penal por ello se extiende a la inaplicación de responsabilidad 

restringida para delitos sexuales es constitucional. 

Casación 336-2016, Cajamarca, publicada el 14 de junio del 

2017. Inaplicación de responsabilidad restringida para 

delitos sexuales es constitucional. 

 

g) Alcances normativos de la responsabilidad restringida por la 

edad del autor o participe. 1. En el artículo 22 se establece una 

circunstancia atenuante cualificada que incide en el ámbito de 
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la culpabilidad. Se aplica en los casos en que el agente al 

momento de cometer el hecho punible, cuenta con una edad 

mayor de dieciocho y menor de veintiún años o mayor de 

sesenta y cinco años. 2. El efecto de atenuación por razón de 

la edad es aplicable a cualquier persona ubicada en este grupo 

etario, considerando que el aún incompleto desarrollo o la 

disminución de la capacidad de la culpabilidad, se verifica en 

función de las condiciones personales del sujeto, y no de 

acuerdo a la gravedad general del injusto cometido. Por ende 

una diferencia legal de trato por razón del delito, atendiendo a 

consideraciones de prevención general, deviene en 

discriminatoria. 3. En este supuesto normativo, la reducción de 

la pena debe realizarse por debajo del mínimo legal de la pena 

abstracta fijada para el delito de que se trate. Dicha disminución 

debe ser prudencial. Para ello, se tiene que recurrir 

ineludiblemente a la aplicación del principio de proporcionalidad 

de la pena, conforme el artículo VIII del título preliminar del 

código penal, lo que implica que la pena disminuida a imponer 

no sea razonable, considerando las circunstancias del caso. 

Casación Nº 291-2019, Ayacucho, publicada el 16 de 

noviembre del 2020. 

 

h) Justificó la reducción punitiva, esto es de 30 años a 10 años de 

pena privativa de libertad, considerando como circunstancias 

razonables las condiciones personales del agente, quien tenía 

veintiún años de edad al momento de los hechos, la extracción 

campesina, educación primaria, ausencia de antecedentes 

penales, la aceptación de las prácticas sexuales, poniendo de 

relieve la relación sentimental mantenida con la agraviada, y la 

extensión mínima del daño o peligro causado, fundamento 4.5. 

Casación N° 403- 012/Lambayeque, publicada el 18 de julio 

de 2013. 
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i) Fundamento jurídico séptimo, que señala; “(…) el imputado 

cuando perpetró el delito tenía veinte años de edad, luego, es 

sujeto de responsabilidad restringida. Es cierto que el artículo 

22° del Código Penal, modificado por la Ley número 27024, del 

veinticinco de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, 

prohíbe la disminución de la pena. Sin embargo, tal limitación 

por vulnerar el principio institucional, de relevancia 

constitucional, de igualdad no puede ser aplicada. En efecto, la 

base de la diferencia en función a la edad se sustenta en la 

capacidad penal disminuida -sustento o elemento esencial de la 

culpabilidad-, no en el delito cometido; hacerlo por esa razón 

significa incorporar como regla de interdicción de exención de 

pena un -elemento impropio que decide la antijuricidad y, por 

tanto, con una base no objetiva ni razonable que una 

democracia constitucional no puede aceptar”. 

Recurso de nulidad N° 701-2014/Huancavelica, publicada el 

13 de enero del 2015. 

 

j) Fundamento jurídico cuadragésimo segundo, donde señala 

que; «(…) el artículo 22°; primer párrafo, del Código 

Penal, siendo una disposición general, debe aplicarse a 

todos los imputados y no solo para algunos; de no hacerlo, 

se afecta el principio-derecho de igualdad garantizado por el 

artículo 2°, inciso 2, de nuestra Constitución. Más aún, cuando 

el Tribunal Constitucional [STC N° 751-2010-PHC/TC, del 15 de 

junio de 2010, Fj. cuatro], ha preservado la facultad del juez 

para reducir, prudencialmente, la pena que alcanza la 

inaplicación del segundo párrafo del artículo 22° del Código 

Penal. Teniendo en cuenta ello, resulta válido recurrir en este 

caso concreto a la responsabilidad restringida para la 

determinación judicial de la pena. 

Casación N° 335-2015 Del Santa, publicada el 01 de junio 

del 2016. 
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4. DISCUSIÓN 

• En el presente caso la conducta asumida por el encausado es de autor. 

• En razón de enmarcarse dentro del ámbito legal del inciso 2° del 

artículo 173° del Código Penal. 

• Vulneró el ordenamiento jurídico 

• No hubo concurso de delitos   

• De acuerdo a lo concluido en la presente sentencia nos encontramos 

ante la figura de un delito consumado. 

• De acuerdo artículo 173º del Código Penal, inciso 2, menciona que, si 

la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena 

será no menor de treinta, ni mayor de treinta y cinco años. 

• Resulta válido recurrir en el caso concreto a la responsabilidad 

restringida por la edad. 

• Vulneró el bien jurídico a las circunstancias de cómo sucedieron los 

hechos y el daño psicológico causado en la menor agraviada es 

irreparable, por ello se recurrió al pedido de reparación civil, el mismo 

que no es suficiente.  

 

5. CONCLUSIONES 

• De acuerdo a lo analizado, considero que la tipificación fue adecuada 

y acorde a los hechos materia de imputación realizado por Ministerio 

Público, teniendo en cuenta la que el sentenciado tenía 20 años de 

edad al momento de cometer el ilícito. 

• De acuerdo con la sentencia de primera instancia, del 04 de junio del 

2014, donde el Juzgado Penal Colegiado de Huaral, sentenció al 

imputado por veinticinco años, reduciendo la pena prudencialmente en 

aplicación del Art. 22 del Código Penal, responsabilidad restringida por 

la edad, que se aplica a partir del 2013 y por el principio de 

proporcionalidad, señalado en al Art. VIII del Título Preliminar del 

Código Penal. 
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• De acuerdo con la sentencia de segunda instancia, por la Sala Penal 

de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Huaura, quien 

reformó a veinte años de pena privativa de libertad, la sala considera 

que debe ponderarse el quantum de la pena bajo el principio de 

proporcionalidad y sus condiciones personales. 

• De acuerdo con el recurso de casación, se realizó una adecuada 

valoración y comparto la posición optada por dichos Supremos, el 

imputado ejerció su derecho a la pluralidad de instancias y planteo 

recurso de casación, el mismo que fue declarado inadmisible mediante 

el auto de calificación del recurso de casación, resuelto por la Sala 

Penal de la Corte Suprema de Huaura, donde dicho recurso 

impugnatorio tuvo procedencia de conformidad con el artículo 427 del 

Código Procesal Penal, artículo 428 y sus causales artículo 429.  

 

B. HECHOS DE FORMA 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES 

1.1. Investigación Preliminar 

En el presente caso materia de análisis, es un caso resuelto bajo los 

alcances del Código Procesal Penal; en donde hay tres etapas de 

investigación, investigación preparatoria, la etapa intermedia y de 

juzgamiento, dentro de la primera de ellas, se desarrollas las 

diligencias preliminares conforme el Art. 330 CPP, con la dirección 

del fiscal, quien puede requerir en ocasiones la intervención de la 

policía para realizar las diligencias preliminares de investigación, 

actos urgentes e inaplazables, para determinar si debe formalizar la 

investigación preparatoria, en el expediente se observa que se 

realizaron diligencias como el examen médico legal de la menor 

agraviada, pericias psicológicas, prueba anticipada declaración de la 

menor agraviada, declaración de la madre de la agraviada, 

inspección técnica del lugar de los hechos, entre otros. Se precisa 

que no se vulnero el plazo de las diligencias preliminares, se actuó 

conforme a ley. 
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1.2. Etapa de la Investigación Preparatoria 

Es la primera etapa del proceso común del Código Procesal Penal, 

el mismo que persigue reunir los elementos de convicción, de cargo 

y de descargo, que permita al fiscal decidir si formula o no acusación 

y, en su caso, al imputado preparar su defensa, el cual se llevó a 

cabo conforme los plazos establecidos en el Código Procesal Penal 

y no vulnero el derecho de defensa o del debido proceso, es así que 

se tiene la formalización y continuación de la investigación 

preparatoria, el 19 de marzo del 2012, la se tuvo un plazo de un 

proceso ordinario, con un plazo de 120 días, posteriormente, con 

disposición número tres, de fecha 23 de julio del 2012, se puso de 

conocimiento del juzgado de garantía la prórroga del plazo de 

investigación preparatoria por el plazo de 60 días, por último, con 

disposición número cuatro, de fecha 21 de septiembre del 2012, se 

dispuso la conclusión de la investigación preparatoria. 

 

1.3. Etapa Intermedia 

Es la segunda etapa del proceso común del Código Procesal Penal, 

en esta etapa en el presente expediente, se decidió llevar a cabo la 

acusación fiscal, con los elementos de convicción que fundamenten 

el requerimiento acusatorio, así mismo el Juez de investigación 

preparatoria señalo llevar a cabo la audiencia preliminar, para que el 

Fiscal y el abogado de la defensa, ofrezcan pruebas para el juicio, 

adjuntando la lista de testigos y peritos, el abogado defensor tuvo 

oportunidad de observar la acusación fiscal por defectos formales, 

este etapa se realizó conforme a los parámetros del Código Procesal 

Penal. 

 

1.4. Etapa de Juzgamiento 

Es la tercera etapa del proceso común del Código Procesal Penal, 

el juicio se realiza sobre la base de la acusación fiscal, en el presente 

caso se realizó respetando las garantías procesales reconocidas por 

la Constitución y los Tratados de Derecho Internacional de Derechos 

Humanos, dónde se observó la oralidad, la publicidad, la 
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inmediación y la contradicción en la actuación probatoria, en todo 

momento se encontró presente el imputado acompañado de su 

abogado defensor. 

  

1.5. Etapa de Impugnación 

En el presente análisis, se planteó el recurso de apelación por parte 

del imputado mediante su defensa, requiriendo la nulidad de la 

sentencia, considerándose inocente de los cargos que se le imputan, 

por unanimidad la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior 

de Huara, resolvió declarar inadmisibles los medios probatorios 

ofrecidos por el sentenciado, confirmando la sentencia venida en 

grado que condena al acusado Elvis Sánchez Chero, fue 

debidamente fundamentado por la Corte Superior. 

 

Asimismo, se expuso el recurso de casación, el mismo que se rige 

por lo normado en el Art. 427 con relación a su procedencia, cuyo 

requisitos deben cumplirse, donde su abogado defensor amparó en 

la denominada casación excepcional, para el desarrollo de doctrina 

jurisprudencial, aunado, que se evidencia una falta de pruebas que 

se requiere para ser condenado, donde la Corte Suprema de Justicia 

de Huaura, declaró inadmisible porque no indicó las razones que 

justifiquen el desarrollo de una doctrina jurisprudencial, conforme el 

Art. 428 del Código Procesal Penal, asimismo, cabe señalar que 

para un recurso casatorio la Corte Suprema no valora la prueba, solo 

establece un control de legalidad, un control de puro derecho de si 

se desarrolló correctamente el proceso. 

  

2. PROBLEMAS 

2.1. Problema Principal o Eje 

¿El proceso instaurado contra el procesado ELVIS SANCHEZ 

CHERO, se desarrolló conforme a las garantías preceptuadas en la 

Constitución Política del Perú y de acuerdo al Código Procesal 

Penal?. 

2.2. Problema Colateral 
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No se presentaron problemas colaterales. 

2.3. Problemas Secundarios 

1. ¿El procesado ejerció su derecho de defensa en el presente 

caso? Si. 

2. ¿Se cumplieron los plazos de la investigación preparatoria y 

juzgamiento tal como lo prevé el ordenamiento procesal 

penal? Si. 

3. ¿Se cumplieron los presupuestos exigidos para dictar el 

mandato de detención?, En el caso no se solicitó prisión 

preventiva. 

4. ¿El Fiscal y el Juez, cumplieron cabalmente su función 

durante el proceso?, Si. 

5. ¿La sentencia de la Corte Superior cumplió con las 

formalidades de ley?, SI. 

6. ¿Se observó el principio de la instancia plural? Si. 

7. ¿La resolución judicial del recurso de casación de la Corte 

Suprema está debidamente motivada? Si. 

 

3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

3.1. Normas Legales 

3.1.1. Constitución Política Del Perú 

   Artículo 2°.-Toda persona tiene derecho: 

Inciso 24: A la libertad y a la seguridad personal.  

En consecuencia toda persona es considerada inocente 

mientras no se haya declarado judicialmente su 

responsabilidad. 

Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y 

motivado del juez o por las autoridades policiales en caso 

de flagrante delito. La detención no durara más del tiempo 

estrictamente necesario para la realización de las 

investigaciones y, en todo caso, el detenido debe ser 

puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro 
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del plazo máximo de cuarenta y ocho horas o en el término 

de la distancia. 

Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, 

espionaje, tráfico ilícito de drogas a los delitos cometidos 

por organizaciones criminales. En tales casos, las 

autoridades policiales pueden efectuar la detención 

preventiva de los presuntos implicados por un término no 

mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta al 

Ministerio Publico y al Juez, quien puede asumir 

jurisdicción antes de vencido dicho termino.  

 

Artículo 139°.- Principios de la función jurisdiccional 

Inciso 3: La observancia del debido proceso y la tutela 

jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la 

jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a 

procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni 

juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por 

comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su 

denominación. 

Inciso 14: El principio de no ser privado del derecho de 

defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será 

informada inmediatamente y por escrito de la causa o las 

razones de su detención. 

Tiene derecho a comunicarse personalmente con un 

defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde 

que es citada o detenida por cualquier autoridad. 

Artículo 159°: Atribuciones del Ministerio 

Público: Corresponde al Ministerio Publico 

1. Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial 

en defensa de la legalidad y de los intereses públicos 

tutelados por el derecho. 
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2. Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales 

y por la recta administración de justicia. 

3. Representar en los procesos judiciales a la sociedad. 

4. Conducir desde su inicio la investigación del delito. Con tal 

propósito, la Policía Nacional está obligada a cumplir los 

mandatos del Ministerio Público en el ámbito de su función. 

5. Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte. 

6. Emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en los 

casos que la ley contempla. 

7. Ejercer iniciativa en la formación de las leyes; y dar cuenta 

al Congreso, o al Presidente de la República, de los vacíos 

o defectos de la legislación. 

3.1.2. Ley Orgánica del Ministerio Público 
 

Artículo 9.- Intervención del Ministerio Público en etapa 

policial. 

El Ministerio Público, conforme al inciso 5 del Artículo 250 

de la Constitución Política, vigila e interviene en la 

investigación del delito desde la etapa policial. Con ese 

objeto las Fuerzas Policiales realizan la investigación. El 

Ministerio Público interviene en ella orientándola en cuanto 

a las pruebas que sean menester actuar y la supervigila para 

que se cumplan las disposiciones legales pertinentes para el 

ejercicio oportuno de la acción penal. Igual función 

corresponde al Ministerio Público en las acciones policiales 

preventivas del delito. 

Artículo 10.- Intervención del Ministerio Público en 

garantía del derecho de defensa. 

Tan luego como el Fiscal Provincial en lo penal sea 

informado de la detención policial de persona imputada de 

la comisión de delito se pondrá en comunicación, por sí o 
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por medio de su Adjunto o de su auxiliar debidamente 

autorizado, con el detenido, para el efecto de asegurar el 

derecho de defensa de éste y los demás, según le 

reconocen la Constitución y las leyes. 

Artículo 11.- Titularidad de la acción penal del Ministerio 

Público. 

 El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública, 

la que ejercita de oficio, a instancia de la parte agraviada o 

por acción popular, si se trata de delito de comisión 

inmediata o de aquéllos contra los cuales la ley la concede 

expresamente. 

Artículo 14.- Carga de la Prueba. 

Sobre el Ministerio Público recae la carga de la prueba en 

las acciones civiles, penales y tutelares que ejercite, así 

como en los casos de faltas disciplinarias que denuncie. Los 

jueces y demás funcionarios públicos, sin perjuicio de las 

atribuciones que al respecto les otorga la ley, citarán 

oportunamente, bajo responsabilidad, al Fiscal que actúe en 

el proceso de que conocen a sus diligencias fundamentales 

y a las de actuación de pruebas ofrecidas por cualquiera de 

las partes u ordenadas de oficio. También será notificado 

dicho Fiscal con las resoluciones que se expidan en el 

proceso, bajo pena de nulidad. 

3.1.3. Ley Orgánica del Poder Judicial 

Artículo 5°. -Dirección e impulso del proceso 

Los Magistrados, cualquiera sea su rango, especialidad o 

denominación ejercen la dirección de los procesos de su 

competencia y están obligados a impulsarlos de oficio, salvo 

reserva procesal expresa. 
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Con este objeta tienen autoridad sobre todos los 

intervinientes en los procesos judiciales de su competencia, 

quienes les deben el respeto y las consideraciones 

inherentes a su función. 

Artículo 6°. - Principios Procesales en la Administración 

de Justicia 

Todo proceso judicial, cualquiera sea su denominación o 

especialidad, debe ser sustanciado bajo los principios 

procesales de legalidad, inmediación, concentración, 

celeridad, preclusión, igualdad de las partes, oralidad y 

economía procesal, dentro de los límites de la normatividad 

que le sea aplicable.  

Artículo 7º.- Tutela jurisdiccional y debido proceso 

En el ejercicio y defensa de sus derechos, toda persona 

goza de la plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un 

debido proceso. 

Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración 

de justicia, promoviendo y manteniendo condiciones de 

estructura y funcionamiento adecuados para tal propósito. 

Artículo 12°. - Motivación de Resoluciones. 

Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, 

son motivadas, bajo responsabilidad, con expresión de los 

fundamentos en que se sustentan. Esta disposición alcanza 

a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia que 

absuelve el grado, en cuyo caso, la reproducción de los 

fundamentos de la reproducción de los fundamentos de la 

resolución recurrida, no constituye motivación suficiente.  

 
3.1.4. Código de Procesal Penal  del 2004  

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo I. Justicia Penal.- 
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1. La justicia penal es gratuita, salvo el pago de las costas 

procesales establecidas conforme a este Código. Se 

imparte con imparcialidad por los órganos 

jurisdiccionales competentes y en un plazo razonable. 

2. Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral, 

público y contradictorio, desarrollado conforme a las 

normas de este Código. 

3. Las partes intervendrán en el proceso con iguales 

posibilidades de ejercer las facultades y derechos 

previstos en la Constitución y en este Código. Los jueces 

preservarán el principio de igualdad procesal, debiendo 

allanar todos los obstáculos que impidan o dificulten su 

vigencia. 

4. Las resoluciones son recurribles, en los casos y en el 

modo previsto por la Ley. Las sentencias o autos que 

ponen fin a la instancia son susceptibles de recurso de 

apelación. 

5. El Estado garantiza la indemnización por los errores 

judiciales. 

 

Artículo IV. Titular de la acción penal 

1. El Ministerio Público es titular del ejercicio público de la 

acción penal en los delitos y tiene el deber de la carga 

de la prueba. Asume la conducción de la investigación 

desde su inicio, decidida y proactivamente en defensa 

de la sociedad. 

2. El Ministerio Público está obligado a actuar con 

objetividad, indagando los hechos constitutivos de 

delito, los que determinen y acrediten la 

responsabilidad o inocencia del imputado. Con esta 

finalidad conduce y controla jurídicamente los actos de 

investigación que realiza la Policía Nacional. 
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3. Los actos de investigación que practica el Ministerio 

Público o la Policía Nacional no tienen carácter 

jurisdiccional. Cuando fuera indispensable una 

decisión de esta naturaleza la requerirá del órgano 

jurisdiccional, motivando debidamente su petición. 

4. El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones 

debe tener en cuenta la organización administrativa y 

funcional de la Policía Nacional de conformidad con 

sus leyes y reglamentos. 

 
LIBRO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

SECCIÓN I 
LA ACCIÓN PENAL 

Artículo 1. Acción penal. 

1. Su ejercicio en los delitos de persecución pública, 

corresponde al Ministerio Público. La ejercerá de oficio, 

a instancia del agraviado por el delito o por cualquier 

persona, natural o jurídica, mediante acción popular. 

2. En los delitos de persecución privada corresponde 

ejercerla al directamente ofendido por el delito ante el 

órgano jurisdiccional competente. Se necesita la 

presentación de querella. 

3. En los delitos que requieren la previa instancia del 

directamente ofendido por el delito, el ejercicio de la acción 

penal por el Ministerio Público está condicionado a la 

denuncia de la persona autorizada para hacerlo. No 

obstante ello, el Ministerio Público puede solicitar al titular 

de la instancia la autorización correspondiente. 

4. Cuando corresponde la previa autorización del 

Congreso o de otro órgano público para el ejercicio de la 

acción penal, se observará el procedimiento previsto por 

la Ley para dejar expedita la promoción de la acción 

penal. 
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Artículo 259.- Detención Policial. 

La Policía Nacional del Perú detiene, sin mandato judicial, a 

quien sorprenda en flagrante delito. Existe flagrancia 

cuando: 1. El agente es descubierto en la realización del 

hecho punible. 2. El agente acaba de cometer el hecho 

punible y es descubierto, 3. El agente ha huido y ha sido 

identificado durante o inmediatamente después de la 

perpetración del hecho punible, sea por el agraviado o por 

otra persona que haya presenciado el hecho, o por medio 

audiovisual, dispositivos o equipos con cuya tecnología se 

haya registrado su imagen, y es encontrado dentro de las 

veinticuatro (24) horas de producido el hecho punible. 4. El 

agente es encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas 

después de la perpetración del delito con efectos o 

instrumentos procedentes de aquel o que hubieren sido 

empleados para cometerlo o con señales en sí mismo o en 

su vestido que indiquen su probable autoría o participación 

en el hecho delictuoso.” 

 
TÍTULO III 
LA PRISIÓN PREVENTIVA 

CAPÍTULO I 

LOS PRESUPUESTOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA  

Artículo 268. Presupuestos materiales 

El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar 

mandato de prisión preventiva, si atendiendo a los primeros 

recaudos sea posible determinar la concurrencia de los 

siguientes 

a) Que existen fundados y graves elementos de 

convicción para estimar razonablemente la comisión 

de un delito que vincule al imputado como autor o 

partícipe del mismo. 
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b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro 

años de pena privativa de libertad; y 

c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras 

circunstancias del caso particular, permita colegir 

razonablemente que tratará de eludir la acción de la 

justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación 

de la verdad (peligro de obstaculización). 

Artículo 269. Peligro de fuga 

Para calificar el peligro de fuga, el juez tendrá en cuenta: 

1. El arraigo en el país del imputado, determinado por el 

domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y de 

sus negocios o trabajo y las facilidades para abandonar 

definitivamente el país o permanecer oculto; 

2. La gravedad de la pena que se espera como resultado 

del procedimiento; 

3. La magnitud del daño causado y la ausencia de una 

actitud voluntaria del imputado para repararlo; 

4. El comportamiento del imputado durante el 

procedimiento en otro procedimiento anterior, en la 

medida que indique su voluntad de someterse a la 

persecución penal; y  

5. La pertenencia del imputado a una organización 

criminal su reintegración a las mismas. 

 

Artículo 270 Peligro de obstaculización. 

Para calificar el peligro de obstaculización se tendrá en 

cuenta el riesgo razonable de que el imputado: 

1. Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará 

elementos de prueba. 

2. Influirá para que coimputados, testigos o peritos 

informen falsamente o se comporten de manera desleal 

o reticente. 
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3. Inducirá a otros a realizar tales comportamientos. 

Artículo 271 Audiencia y resolución. 

1. El Juez de la Investigación Preparatoria, dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes al requerimiento del 

Ministerio Público realizará la audiencia para 

determinar la procedencia de la prisión preventiva. La 

audiencia se celebrará con la concurrencia obligatoria 

del Fiscal, del imputado y su defensor. El defensor del 

imputado que no asista será reemplazado por el 

defensor de oficio. 

2. Rige en lo pertinente, para el trámite de la audiencia lo 

dispuesto en el artículo 8, pero la resolución debe ser 

pronunciada en la audiencia sin necesidad de 

postergación alguna. El Juez de la Investigación 

Preparatoria incurre en responsabilidad funcional si no 

realiza la audiencia dentro del plazo legal. El Fiscal y el 

abogado defensor serán sancionados 

disciplinariamente si por su causa se frustra la 

audiencia. Si el imputado se niega por cualquier motivo 

a estar presente en la audiencia, será representado por 

su abogado o el defensor de oficio, según sea el caso. 

En este último supuesto deberá ser notificado con la 

resolución que se expida dentro de las cuarenta y ocho 

horas siguientes a la conclusión de la audiencia. 

3. El auto de prisión preventiva será especialmente 

motivado, con expresión sucinta de la imputación, de 

los fundamentos de hecho y de derecho que lo 

sustente, y la invocación de las citas legales 

correspondientes. 

4. El Juez de la Investigación Preparatoria, si no 

considera fundado el requerimiento de prisión 

preventiva optará por la medida de comparecencia 

restrictiva o simple según el caso.  
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LIBRO TERCERO 

EL PROCESO COMÚN 
SECCIÓN I 
LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
TÍTULO I 
NORMAS GENERALES 

Artículo 321 Finalidad.- 

1. La Investigación Preparatoria persigue reunir los 

elementos de convicción, de cargo y de descargo, que 

permitan al Fiscal decidir si formula o no acusación y, 

en su caso, al imputado preparar su defensa. Tiene por 

finalidad determinar si la conducta incriminada es 

delictuosa, las circunstancias o móviles de la 

perpetración, la identidad del autor o partícipe y de la 

víctima, así como la existencia del daño causado. 

2. La Policía Nacional del Perú y sus órganos 

especializados en criminalística, la Dirección de Policía 

Contra la Corrupción, el Instituto de Medicina Legal y 

los demás organismos técnicos del Estado, están 

obligados a prestar apoyo al Fiscal. Las universidades, 

institutos superiores y entidades privadas, de ser el 

caso y sin perjuicio de la celebración de los convenios 

correspondientes, están facultados para proporcionar 

los informes y los estudios que requiere el Ministerio 

Público. La Contraloría General de la República, 

conforme a sus atribuciones y competencia, a solicitud 

del Titular del Ministerio Público, podrá prestar el apoyo 

correspondiente, en el marco de la normativa de 

control. 

3. El Fiscal, mediante una Disposición, y con arreglo a las 

directivas emanadas de la Fiscalía de la Nación, podrá 

contar con la asesoría de expertos de entidades 

públicas y privadas para formar un equipo 
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interdisciplinario de investigación científica para casos 

específicos, el mismo que actuará bajo su dirección. 

 

Artículo 330 Diligencias Preliminares.- 

1. El Fiscal puede, bajo su dirección, requerir la 

intervención de la Policía o realizar por sí mismo 

diligencias preliminares de investigación para 

determinar si debe formalizarla Investigación 

Preparatoria. 

2. Las Diligencias Preliminares tienen por finalidad 

inmediata realizar los actos urgentes o inaplazables 

destinados a determinar si han tenido lugar los hechos 

objeto de conocimiento y su delictuosidad, así como 

asegurar los elementos materiales de su comisión, 

individualizar a las personas involucradas en su 

comisión, incluyendo a los agraviados, y, dentro de los 

límites de la Ley, asegurarlas debidamente. 

3. El Fiscal al tener conocimiento de un delito de ejercicio 

público de la acción penal, podrá constituirse 

inmediatamente en el lugar de los hechos con el 

personal y medios especializados necesarios y 

efectuar un examen con la finalidad de establecer la 

realidad de los hechos y, en su caso, impedir que el 

delito produzca consecuencia ulteriores y que se altere 

la escena del delito. 

Artículo 332. Informe policial 

1. La policía en todos los casos en que intervenga elevará 

al fiscal un informe policial. 

2. El informe policial contendrá los antecedentes que 

motivaron su intervención, la relación de las diligencias 

efectuadas y el análisis de los hechos investigados, 
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absteniéndose de calificarlos jurídicamente y de 

imputar responsabilidades. 

3. El informe policial adjuntará las actas levantadas, las 

manifestaciones recibidas, las pericias realizadas, las 

recomendaciones sobre actos de investigación y todo 

aquello que considere indispensable para el 

esclarecimiento de la imputación, así como la 

comprobación del domicilio y los datos personales de 

los imputados. 

 
TÍTULO III 
LA INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA  

Artículo 334. Calificación 

1. Si el fiscal al calificar la denuncia o después de haber 

realizado o dispuesto realizar diligencias preliminares, 

considera que el hecho denunciado no constituye 

delito, no es justiciable penalmente o se presentan 

causas de extinción previstas en la ley, declarará que 

no procede formalizar y continuar con la investigación 

preparatoria, así como ordenará el archivo de lo 

actuado. Esta disposición se notifica al denunciante, al 

agraviado y al denunciado. 

2. El plazo de las diligencias preliminares, conforme al 

artículo 3, es de sesenta días, salvo que se produzca la 

detención de una persona. No obstante ello, el fiscal 

podrá fijar un plazo distinto según las características, 

complejidad y circunstancias de los hechos objeto de 

investigación. Quien se considere afectado por una 

excesiva duración de las diligencias preliminares, 

solicitará al fiscal le dé término y dicte la disposición que 

corresponda. Si el fiscal no acepta la solicitud del 

afectado o fija un plazo irrazonable, este último podrá 

acudir al juez de la investigación preparatoria en el 
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plazo de cinco días instando su pronunciamiento. El 

juez resolverá previa audiencia, con la participación del 

fiscal y del solicitante. 

3. En caso de que el hecho fuese delictuoso y la acción 

penal no hubiere prescrito, pero faltare la identificación 

del autor o partícipe, ordenará la intervención de la 

policía para tal fin. 

4. Cuando aparezca que el denunciante ha omitido una 

condición de procedibilidad que de él depende, 

dispondrá la reserva provisional de la investigación, 

notificando al denunciante. 

5. El denunciante o el agraviado que no estuviese 

conforme con la disposición de archivar las actuaciones 

o de reservar provisionalmente la investigación, 

requerirá al fiscal, en el plazo de cinco días, eleve las 

actuaciones al fiscal superior. 

6. El fiscal superior se pronunciará dentro del quinto día. 

Podrá ordenar se formalice la investigación, se 

archiven las actuaciones o se proceda según 

corresponda  

 

Artículo 337.- Diligencias de la Investigación 

Preparatoria  

1. El Fiscal realizará las diligencias de investigación que 

considere pertinentes y útiles, dentro de los límites de 

la Ley. 

2. Las diligencias preliminares forman parte de la 

investigación preparatoria. No podrán repetirse una vez 

formalizada la investigación. Procede su ampliación si 

dicha diligencia resultare indispensable, siempre que 

se advierta un grave defecto en su actuación o que 

ineludiblemente deba completarse como consecuencia 

de la incorporación de nuevos elementos de 

convicción. 
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3. El Fiscal puede: 

Disponer la concurrencia del imputado, del agraviado 

y de las demás personas que se encuentren en 

posibilidad de informar sobre circunstancias útiles 

para los fines de la investigación. Estas personas y 

los peritos están obligados a comparecer ante la 

Fiscalía, y a manifestarse sobre los hechos objeto de 

investigación o emitir dictamen. Su inasistencia 

injustificada determinará su conducción compulsiva; 

Exigir informaciones de cualquier particular o 

funcionario público, emplazándoles conforme a las 

circunstancias del caso. 

4. Durante la investigación, tanto el imputado como los 

demás intervinientes podrán solicitar al Fiscal todas 

aquellas diligencias que consideraren pertinentes y útiles 

para el esclarecimiento de los hechos. El Fiscal ordenará 

que se lleven a efecto aquellas que estimare 

conducentes. 

5. Si el Fiscal rechazare la solicitud, se instará al Juez de la 

Investigación Preparatoria a fin de obtener un 

pronunciamiento judicial acerca de la procedencia de la 

diligencia. El Juez resolverá inmediatamente con el 

mérito de los actuados que le proporcione la parte y, en 

su caso, el Fiscal. 

 

TÍTULO V. 
CONCLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 

Artículo 342 Plazo.- 

1. El plazo de la Investigación Preparatoria es de ciento 

veinte días naturales. Sólo por causas justificadas, 

dictando la Disposición correspondiente, el Fiscal podrá 

prorrogarla por única vez hasta por un máximo de 

sesenta días naturales.  
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2. Tratándose de investigaciones complejas, el plazo de la 

Investigación Preparatoria es de ocho meses. Para el 

caso de investigación de delitos perpetrados por 

imputados integrantes de organizaciones criminales, 

personas vinculadas a ella o que actúan por encargo de 

la misma, el plazo de la investigación preparatoria es de 

treinta y seis meses. La prórroga por igual plazo debe 

concederla el Juez de la Investigación Preparatoria. 

3. Corresponde al Fiscal emitir la disposición que declara 

complejo el proceso cuando: a) requiera de la actuación 

de una cantidad significativa de actos de investigación; 

b) comprenda la investigación de numerosos delitos; c) 

involucra una cantidad importante de imputados o 

agraviados; d) demanda la realización de pericias que 

comportan la revisión de una nutrida documentación o 

de complicados análisis técnicos; e) necesita realizar 

gestiones de carácter procesal fuera del país; f) 

involucra llevar a cabo diligencias en varios distritos 

judiciales; g) revisa la gestión de personas jurídicas o 

entidades del Estado; o h) comprenda la investigación 

de delitos perpetrados por integrantes de una 

organización criminal, personas vinculadas a ella o que 

actúan por encargo de la misma. 
 

Artículo 343 Control del Plazo.- 

1. El Fiscal dará por concluida la Investigación 

Preparatoria cuando considere que ha cumplido su 

objeto, aun cuando no hubiere vencido el plazo. 

2. Si vencidos los plazos previstos en el artículo anterior 

el Fiscal no dé por concluida la Investigación 

Preparatoria, las partes pueden solicitar su conclusión 

al Juez de la Investigación Preparatoria. Para estos 

efectos el Juez citará al Fiscal y a las demás partes a 
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una audiencia de control del plazo, quien luego de 

revisar las actuaciones y escuchar a las partes, dictará 

la resolución que corresponda. 

3. Si el Juez ordena la conclusión de la Investigación 

Preparatoria, el Fiscal en el plazo de diez días debe 

pronunciarse solicitando el sobreseimiento o 

formulando acusación, según corresponda. Su 

incumplimiento acarrea responsabilidad disciplinaria 

en el Fiscal. 

 

SECCIÓN II 
LA ETAPA INTERMEDIA 
TÍTULO I 
EL SOBRESEIMIENTO 

Artículo 344.- Decisión del Ministerio Público 

1. Dispuesta la conclusión de la Investigación 

Preparatoria, de conformidad con el numeral 1) del 

artículo 343, el Fiscal decidirá en el plazo de quince 

días si formula acusación, siempre que exista base 

suficiente para ello, o si requiere el sobreseimiento de 

la causa. En casos complejos y de criminalidad 

organizada, el Fiscal decide en el plazo de treinta días, 

bajo responsabilidad. 

2. El sobreseimiento procede cuando: 

a) El hecho objeto de la causa no se realizó o no 

puede atribuírsele al imputado; 

b) El hecho imputado no es típico o concurre una 

causa de justificación, de inculpabilidad o de no 

punibilidad; 

c) La acción penal se ha extinguido; y, 

d) No existe razonablemente la posibilidad de 

incorporar nuevos datos a la investigación y no 

haya elementos de convicción suficientes para 



75 
 

solicitar fundadamente el enjuiciamiento del 

imputado” 

Artículo 345.- Control del requerimiento de 

sobreseimiento y Audiencia de control del 

sobreseimiento 

1. El Fiscal enviará al Juez de la Investigación 

Preparatoria el requerimiento de sobreseimiento, 

acompañando el expediente fiscal. El Juez correrá 

traslado del pedido de la solicitud a los demás sujetos 

procesales por el plazo de diez (10) días. 

2. Los sujetos procesales podrán formular oposición a la 

solicitud de archivo dentro del plazo establecido. La 

oposición, bajo sanción de inadmisibilidad, será 

fundamentada y podrá solicitar la realización de actos 

de investigación adicionales, indicando su objeto y los 

medios de investigación que considere procedentes. 

3. Vencido el plazo del traslado, el Juez citará al Ministerio 

Público y a los demás sujetos procesales para una 

audiencia preliminar para debatir los fundamentos del 

requerimiento de sobreseimiento. La audiencia es de 

carácter inaplazable, rige lo dispuesto en el numeral 1 

del artículo 85, se instalará con los asistentes, a quienes 

escuchará por su orden para debatir los fundamentos del 

requerimiento fiscal. La resolución se emitirá en el plazo 

de tres (3) días. 

4. Entre el requerimiento de sobreseimiento y la audiencia 

que resuelve lo pertinente no puede transcurrir más de 

treinta (30) días. En casos complejos y de criminalidad 

organizada no podrá exceder de sesenta (60) días, 

bajo responsabilidad” 
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Artículo 346.- Pronunciamiento del Juez de la 

Investigación Preparatoria 

1. El Juez se pronunciará en el plazo de quince (15) días. 

Para casos complejos y de criminalidad organizada el 

pronunciamiento no podrá exceder de los treinta (30) 

días. Si considera fundado el requerimiento fiscal, 

dictará auto de sobreseimiento. Si no lo considera 

procedente, expedirá un auto elevando las actuaciones 

al Fiscal Superior para que ratifique o rectifique la 

solicitud del Fiscal Provincial. La resolución judicial 

debe expresar las razones en que funda su 

desacuerdo. 

2. El Fiscal Superior se pronunciará en el plazo de diez 

(10) días. Con su decisión culmina el trámite. 

3. Si el Fiscal Superior ratifica el requerimiento de 

sobreseimiento, el Juez de la Investigación 

Preparatoria inmediatamente y sin trámite alguno 

dictará auto de sobreseimiento. 

4. Si el Fiscal Superior no está de acuerdo con el 

requerimiento del Fiscal Provincial, ordenará a otro 

Fiscal que formule acusación. 

5. El Juez de la Investigación Preparatoria, en el supuesto 

del numeral 2 del artículo anterior, si lo considera 

admisible y fundado, dispondrá la realización de una 

Investigación Suplementaria indicando el plazo y las 

diligencias que el Fiscal debe realizar. Cumplido el 

trámite, no procederá oposición ni disponer la 

concesión de un nuevo plazo de investigación. 

 

TÍTULO II 
LA ACUSACIÓN 

 

Artículo 349.- Contenido 
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1.  La acusación fiscal será debidamente motivada, y 

contendrá: 

a) Los datos que sirvan para identificar al imputado, 

de conformidad con lo previsto en el numeral 1 del 

artículo 88; 

b) La relación clara y precisa del hecho que se 

atribuye al imputado, con sus circunstancias 

precedentes, concomitantes y posteriores. En caso 

de contener varios hechos independientes, la 

separación y el detalle de cada uno de ellos; 

c) Los elementos de convicción que fundamenten el 

requerimiento acusatorio; 

d) La participación que se atribuya al imputado; 

e) La relación de las circunstancias modificatorias de 

la responsabilidad penal que concurran; 

f) El artículo de la Ley penal que tipifique el hecho, la 

cuantía de la pena que se solicite y las 

consecuencias accesorias; 

g) El monto de la reparación civil, los bienes 

embargados o incautados al acusado, o tercero 

civil, que garantizan su pago, y la persona a quien 

corresponda percibirlo; y, 

h) Los medios de prueba que ofrezca para su 

actuación en la audiencia. En este caso presentará 

la lista de testigos y peritos, con indicación del 

nombre y domicilio, y de los puntos sobre los que 

habrán de recaer sus declaraciones o exposiciones. 

Asimismo, hará una reseña de los demás medios de 

prueba que ofrezca. 

3. La acusación sólo puede referirse a hechos y personas 

incluidos en la Disposición de formalización de la 
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Investigación Preparatoria, aunque se efectuare una 

distinta calificación jurídica. 

4. En la acusación, el Ministerio Público podrá señalar, 

alternativa o subsidiariamente, las circunstancias de 

hecho que permitan calificar la conducta del imputado 

en un tipo penal distinto, para el caso de que no 

resultaren demostrados en el debate los elementos 

que componen su calificación jurídica principal, a fin de 

posibilitar la defensa del imputado. 

5. El Fiscal indicará en la acusación las medidas de 

coerción subsistentes dictadas durante la Investigación 

Preparatoria; y, en su caso, podrá solicitar su variación o 

que se dicten otras según corresponda”. 

 

Artículo 350. Notificación de la acusación y objeción de 

los demás sujetos procesales.- 

1.  La acusación será notificada a los demás sujetos 

procesales. En el plazo de diez días éstas podrán: 

a) Observar la acusación del Fiscal por defectos 

formales, requiriendo su corrección; 

b) Deducir excepciones y otros medios de defensa, 

cuando no hayan sido planteadas con anterioridad 

o se funden en hechos nuevos; 

c) Solicitar la imposición o revocación de una medida 

de coerción o la actuación de prueba anticipada 

conforme a los artículos 242 y 243, en lo pertinente; 

d) Pedir el sobreseimiento; 

e) Instar la aplicación, si fuere el caso, de un criterio 

de oportunidad; 

f) Ofrecer pruebas para el juicio, adjuntando la lista 

de testigos y peritos que deben ser convocados al 
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debate, con indicación de nombre, profesión y 

domicilio, precisando los hechos acerca de los 

cuales serán examinados en el curso del debate. 

Presentar los documentos que no fueron 

incorporados antes, o señalar el lugar donde se 

hallan los que deban ser requeridos;  

g) Objetar la reparación civil o reclamar su incremento 

o extensión, para lo cual se ofrecerán los medios 

de prueba pertinentes para su actuación en el juicio 

oral; o, 

h) Plantear cualquier otra cuestión que tienda a 

preparar mejor el juicio. 

 

2.  Los demás sujetos procesales podrán proponer los 

hechos que aceptan y que el Juez dará por 

acreditados, obviando su actuación probatoria en el 

Juicio. Asimismo, podrán proponer acuerdos acerca 

de los medios de prueba que serán necesarios para 

que determinados hechos se estimen probados. El 

Juez, sin embargo, exponiendo los motivos que lo 

justifiquen, podrá desvincularse de esos acuerdos; en 

caso contrario, si no fundamenta especialmente las 

razones de su rechazo, carecerá de efecto la decisión 

que los desestime. 

 

Artículo 351. Audiencia Preliminar. 

1. Presentados los escritos y requerimientos de los 

sujetos procesales o vencidos el plazo fijado en el 

artículo anterior, el Juez de la Investigación 

Preparatoria señalará día y hora para la realización de 

una audiencia preliminar, la que deberá fijarse dentro 

de un plazo no menor de cinco (5) días ni mayor de 
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veinte (20) días. Para la instalación de la audiencia es 

obligatoria la presencia del Fiscal y el abogado defensor 

del acusado. No podrán actuarse diligencias de 

investigación o de prueba específicas, salvo el trámite 

de prueba anticipada y la presentación de prueba 

documental, para decidir cualquiera de las solicitudes 

señaladas en el artículo anterior. 

2. La audiencia es de carácter inaplazable, rige lo 

dispuesto en el numeral 1 del artículo 85, será dirigida 

por el Juez de la Investigación Preparatoria y durante 

su realización, salvo lo dispuesto en este numeral, no 

se admitirá la presentación de escritos. 

3. Instalada la audiencia, el Juez otorgará la palabra por 

un tiempo breve y por su orden al Fiscal, a la defensa 

del actor civil, así como del acusado y del tercero 

civilmente responsable, los que debatirán sobre la 

procedencia o admisibilidad de cada una de las 

cuestiones planteadas y la pertinencia de la prueba 

ofrecida. El Fiscal podrá en la misma audiencia, 

presentando el escrito respectivo, modificar, aclarar o 

integrar la acusación en lo que no sea sustancial; el 

Juez, en ese mismo acto correrá traslado a los demás 

sujetos procesales concurrentes para su absolución 

inmediata. 

4. Si la audiencia es suspendida, la siguiente sesión 

deberá realizarse en un plazo no mayor a ocho (8) días 

hábiles. Entre el requerimiento acusatorio y la emisión 

del auto que lo resuelve no puede transcurrir más de 

cuarenta (40) días. En casos complejos y de 

criminalidad organizada no podrá exceder de noventa 

(90) días, bajo responsabilidad. 

 
TÍTULO III 
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EL AUTO DE ENJUICIAMIENTO 

Artículo 353. Contenido del auto de enjuiciamiento. 

1. Resueltas las cuestiones planteadas, el Juez dictará el 

auto de enjuiciamiento. Dicha resolución no es 

recurrible. 

2. El auto de enjuiciamiento deberá indicar, bajo sanción 

de nulidad: 

a) El nombre de los imputados y de los agraviados, 

siempre que en este último supuesto hayan podido 

ser identificados;  

b) El delito o delitos materia de la acusación fiscal con 

indicación del texto legal y, si se hubiere planteado, 

las tipificaciones alternativas o subsidiarias; 

c) Los medios de prueba admitidos y, de ser el caso, 

el ámbito de las convenciones probatorias de 

conformidad con el numeral 6) del artículo anterior; 

d) La indicación de las partes constituidas en la 

causa. 

e) La orden de remisión de los actuados al Juez 

encargado del juicio oral. 

3. El Juez, si resulta necesario, de oficio o según el pedido 

de parte formulado conforme a lo dispuesto en el 

numeral 1 c) del artículo 350, se pronunciará sobre la 

procedencia o la subsistencia de las medidas de 

coerción o su sustitución, disponiendo en su caso la 

libertad del imputado. 

Artículo 355.- Auto de citación a juicio.- 

1. Recibidas las actuaciones por el Juzgado Penal 

competente, éste dictará el auto de citación a juicio con 

indicación de la sede del juzgamiento y de la fecha de 

la realización del juicio oral, salvo que todos los 

acusados fueran ausentes. La fecha será la más 
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próxima posible, con un intervalo no menor de diez (10) 

días. 

2. El Juzgado Penal ordenará el emplazamiento de todos los 

que deben concurrir al juicio. En la resolución se 

identificará a quién se tendrá como defensor del acusado 

y se dispondrá todo lo necesario para el inicio regular del 

juicio. 

3. Los testigos y peritos serán citados directamente para 

la sesión que les corresponda intervenir. 

4. El emplazamiento al acusado se hará bajo 

apercibimiento de declararlo reo contumaz en caso de 

inconcurrencia injustificada. 

5. Será obligación del Ministerio Público y de los demás 

sujetos procesales coadyuvar en la localización y 

comparecencia de los testigos o peritos que hayan 

propuesto. 

6. La audiencia de instalación de juicio es inaplazable, 

rige el numeral 1 del artículo 85. 

 

SECCION III 
EL JUZGAMIENTO 
TÍTULO I 
PRECEPTOS GENERALES 

Artículo 356 Principios del Juicio.- 

1. El juicio es la etapa principal del proceso. Se realiza 

sobre la base de la acusación. Sin perjuicio de las 

garantías procesales reconocidas por la Constitución y 

los Tratados de Derecho Internacional de Derechos 

Humanos aprobados y ratificados por el Perú, rigen 

especialmente la oralidad, la publicidad, la inmediación 

y la contradicción en la actuación probatoria. Asimismo, 

en su desarrollo se observan los principios de 

continuidad del juzgamiento, concentración de los actos 
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del juicio, identidad física del juzgador y presencia 

obligatoria del imputado y su defensor. 

2. La audiencia se desarrolla en forma continua y podrá 

prolongarse en sesiones sucesivas hasta su 

conclusión. Las sesiones sucesivas, sin perjuicio de las 

causas de suspensión y de lo dispuesto en el artículo 

360, tendrán lugar al día siguiente o subsiguiente de 

funcionamiento ordinario del Juzgado. 

 

Artículo 360 Continuidad, suspensión e interrupción 

del juicio.- 

1.  Instalada la audiencia, ésta seguirá en sesiones 

continuas e ininterrumpidas hasta su conclusión. Si no 

fuere posible realizar el debate en un solo día, éste 

continuará durante los días consecutivos que fueran 

necesarios hasta su conclusión. 

2.  La audiencia sólo podrá suspenderse: 

a) Por razones de enfermedad del Juez, del Fiscal o 

del imputado o su defensor; 

b) Por razones de fuerza mayor o caso fortuito; y, 

c) Cuando este Código lo disponga. 

3. La suspensión del juicio oral no podrá exceder de ocho 

días hábiles. Superado el impedimento, la audiencia 

continuará, previa citación por el medio más rápido, al 

día siguiente, siempre que éste no dure más del plazo 

fijado inicialmente. Cuando la suspensión dure más de 

ese plazo, se producirá la interrupción del debate y se 

dejará sin efecto el juicio, sin perjuicio de señalarse 

nueva fecha para su realización. 

4. Si en la misma localidad se halla enfermo un testigo o 

un perito cuyo examen se considera de trascendental 

importancia, el Juzgado puede suspender la audiencia 
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para constituirse en su domicilio o centro de salud, y 

examinarlo. A esta declaración concurrirán el Juzgado 

y las partes. Las declaraciones, en esos casos, se 

tomarán literalmente, sin perjuicio de filmarse o 

grabarse. De ser posible, el Juzgado utilizará el método 

de videoconferencia. 

5. Entre sesiones, o durante el plazo de suspensión, no 

podrán realizarse otros juicios, siempre que las 

características de la nueva causa lo permitan. 

 
TÍTULO VI. 
LA DELIBERACIÓN Y LA SENTENCIA. 

Artículo 392 Deliberación.- 

1. Cerrado el debate, los jueces pasarán, de inmediato y 

sin interrupción, a deliberar en sesión secreta. 

2. La deliberación no podrá extenderse más allá de dos 

días, ni podrá suspenderse por más de tres días en 

caso de enfermedad del juez o de alguno de los jueces 

del Juzgado Colegiado. En los procesos complejos el 

plazo es el doble en todos los casos previstos en el 

párrafo anterior. 

3. Transcurrido el plazo sin que se produzca el fallo, el 

juicio deberá repetirse ante otro Juzgado, sin perjuicio 

de las acciones por responsabilidad disciplinaria que 

correspondan. 

4. Las decisiones se adoptan por mayoría. Si ésta no se 

produce en relación con los montos de la pena y la 

reparación civil, se aplicará el término medio. Para 

imponer la pena de cadena perpetua se requerirá 

decisión unánime.  

 

Artículo 395. Redacción de la sentencia.-  

Inmediatamente después de la deliberación, la sentencia 

será redactada por el Juez o el Director del Debate según el 
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caso. Los párrafos se expresarán en orden numérico 

correlativo y referente a cada cuestión relevante. En la 

redacción de las sentencias se pueden emplear números en 

la mención de normas legales y jurisprudencia, y también 

notas al pie de página para la cita de doctrina, bibliografía, 

datos jurisprudenciales y temas adicionales que sirvan para 

ampliar los conceptos o argumentos utilizados en la 

motivación 

 

Artículo 396 Lectura de la sentencia.- 

1. El Juez Penal, Unipersonal o Colegiado, según el caso, 

se constituirá nuevamente en la Sala de Audiencias, 

después de ser convocadas verbalmente las partes, y 

la sentencia será leída ante quienes comparezcan. 

2. Cuando por la complejidad del asunto o lo avanzado de 

la hora sea necesario diferir la redacción de la sentencia, 

en esa oportunidad se leerá tan sólo su parte 

dispositiva y uno de los jueces relatará sintéticamente 

al público los fundamentos que motivaron la decisión, 

anunciará el día y la hora para la lectura integral, la que 

se llevará a cabo en el plazo máximo de los ocho días 

posteriores al pronunciamiento de la parte dispositiva 

ante quienes comparezcan. 

3. La sentencia quedará notificada con su lectura integral 

en audiencia pública. Las partes inmediatamente 

recibirán copia de ella. 

 

Artículo 402. Ejecución Provisional.- 

1. La sentencia condenatoria, en su extremo penal, se 

cumplirá provisionalmente aunque se interponga 

recurso contra ella, salvo los casos en que la pena sea 

de multa o limitativa de derechos. 



86 
 

2. Si el condenado estuviere en libertad y se impone pena 

o medida de seguridad privativa de libertad de carácter 

efectivo, el Juez Penal según su naturaleza o gravedad 

y el peligro de fuga, podrá optar por su inmediata 

ejecución o imponer algunas de las restricciones 

previstas en el artículo 288 mientras se resuelve el 

recurso. 

 
LIBRO CUARTO 
LA IMPUGNACIÓN 
SECCIÓN I 
PRECEPTOS GENERALES 

Artículo 404. Facultad de recurrir.- 

1. Las resoluciones judiciales son impugnables sólo por 

los medios y en los casos expresamente establecidos 

por la Ley. Los recursos impugnatorios se interponen 

ante el juez que emitió la resolución recurrida. 

2. El derecho de impugnación corresponde sólo a quien la 

Ley se lo confiere expresamente. Si la Ley no distingue 

entre los diversos sujetos procesales, el derecho 

corresponde a cualquiera de ellos. 

3. El defensor podrá recurrir directamente en favor de su 

patrocinado, quien posteriormente si no está conforme 

podrá desistirse. El desistimiento requiere autorización 

expresa de abogado defensor. 

4. Los sujetos procesales, cuando tengan derecho de 

recurrir, podrán adherirse, antes que el expediente se 

eleve al Juez que corresponda, al recurso interpuesto 

por cualquiera de ellos, siempre que cumpla con las 

formalidades de interposición. 

 

SECCIÓN V. 
EL RECURSO DE CASACIÓN  

Artículo 427. Procedencia.- 
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1. El recurso de casación procede contra las sentencias 

definitivas, los autos de sobreseimiento, y los autos que 

pongan fin al procedimiento, extingan la acción penal o 

la pena o denieguen la extinción, conmutación, reserva 

o suspensión de la pena, expedidos en apelación por 

las Salas Penales Superiores. 

2. La procedencia del recurso de casación, en los 

supuestos indicados en el numeral 1), está sujeta a las 

siguientes limitaciones: 

a) Si se trata de autos que pongan fin al 

procedimiento, cuando el delito imputado más 

grave tenga señalado en la Ley, en su extremo 

mínimo, una pena privativa de libertad mayor de 

seis años. 

b) Si se trata de sentencias, cuando el delito más grave 

a que se refiere la acusación escrita del Fiscal tenga 

señalado en la Ley, en su extremo mínimo, una 

pena privativa de libertad mayor a seis años. 

c) Si se trata de sentencias que impongan una 

medida de seguridad, cuando ésta sea la de 

internación. 

3. Si la impugnación se refiere a la responsabilidad civil, 

cuando el monto fijado en la sentencia de primera o de 

segunda instancia sea superior a cincuenta Unidades 

de Referencia Procesal o cuando el objeto de la 

restitución no pueda ser valorado económicamente. 

4. Excepcionalmente, será procedente el recurso de 

casación en casos distintos de los arriba mencionados, 

cuando la Sala Penal de la Corte Suprema, 

discrecionalmente, lo considere necesario para el 

desarrollo de la doctrina jurisprudencial. 
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3.2. Doctrina 

a) DERECHO PROCESAL PENAL 

"El proceso penal está llamado a cumplimentar diversos fines 

para con la sociedad. En primer lugar, debe desatacarse al fin 

punitivo como el principal de los fines que se atribuyen al proceso 

penal. Debe partirse de que el proceso penal se configura como 

una respuesta represiva del Estado respecto a las conductas más 

graves o intolerables que acontecen en la sociedad y a las que el 

legislador, en consecuencia, ha deparado un reproche punitivo a 

través de su tipificación en el Código Penal”.  

MONTORO SANCHEZ, Juan Alejandro (2021). "Manual de 

Derecho Procesal Penal para Guardias Civiles". Madrid, 

Editorial Dykinson S.L, p. 16. 

b) EL DEBIDO PROCESO 

“Se concibe al debido proceso como un derecho continente y de 

contenido complejo que contiene otros tantos derechos con un 

contenido propio y autónomo, pero cuya lesión acarrea a su vez 

la lesión del debido proceso”. 

DÍAZ COLCHADO, Juan Carlos (2021). “Derechos de 

Justicia. Debido Proceso y tutela jurisdiccional efectiva”. 

Lima, Palestra Editores, p. 20. 

c) IN DUBIO PRO REO 

“El principio de in dubio pro reo es una regla vertebral de 

valoración dirigida exclusivamente a los jueces y tribunales del 

orden penal, en virtud de la cual en aquellos supuestos a 

enjuiciar en los que exista una indestructible duda racional 

derivada de la valoración de las pruebas de cargo y de descargo, 

deben adoptar el criterio más favorable al reo. Por ello el 

destinatario natural del principio es el Tribunal sentenciador que 

debe valorar la prueba”. 

MENÉNDEZ DE LUARCA, Miguel Colmenero & et. Al. (2022). 

“La prueba en el Proceso Penal. Doctrina de la Sala Segunda 
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del Tribunal Supremo”. 7 Edición, Editorial Thomson 

Reuters Aranzadi, p. 31. 

d) EL IMPUTADO 

“Imputado es aquella persona que sea señalada por el Ministerio 

Público como posible autor o participe de un delito; mientras que 

el acusado es la persona contra quien se ha formulado una 

acusación y el sentenciado es aquel sobre quien ha recaído una 

sentencia aunque no haya sido declarada firme”. 

Instituto Nacional de Estadística y geografía (2017). “Censo 

Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema 

Penitenciario Estatales”, México, SNIEG, p. 304. 

e) LA PRUEBA 

El origen del principio de la prueba suficiente se basa del 

principio de comunidad. El principio de comunidad o adquisición 

de la prueba, tuvo su origen en el principio de adquisición 

procesal, nombre instaurado por Chiovenda (2005), quien dice, 

que es crear convencimiento en el juez sobre la existencia de 

actos delictivos generados por el imputado. El juez debe 

apropiarse de las pruebas para evaluarlas y fundar su decisión. 

Couture (1985), menciona que las pruebas son las pruebas, las 

encargadas de crear certeza, indistintamente de la parte que la 

ofreció, pues las probanzas no tienen como fin beneficiar a 

alguna de las partes, sino que el benefactor directo es el proceso 

en sí mismo. Por otra parte, Silva Melero (2016), señala que la 

prueba es un instrumento que se emplea en el proceso penal 

para establecer la verdad de la investigación. Así mismo, Sanojo 

(1963) afirma que la prueba es en un hecho cierto y conocido del 

cual se deduce otro hecho acerca de cuya existencia hay alguna 

controversia entre las partes para esclarecerla. 

SÁNCHEZ DÍAZ, E. J., & SÁNCHEZ MORENO, W. E. (2022). 

“Principio elemental de la prueba suficiente en el derecho 
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penal”, Lima, Lex Revista de Investigación en Ciencias 

Jurídicas, p. 218. 

f) MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

“Nuestra legislación procesal configura los medios de 

impugnación como instrumentos procesales puestos a 

disposición de las partes para que estas puedan obtener, previo 

al cumplimiento de determinados presupuestos y requisitos, la 

modificación, o incluso anulación, de las resoluciones judiciales 

sometidas a la falibilidad humana.” 

VIDAL HERRERO, Álvaro (2019). “La Apelación 

reconvencional civil”. Madrid, Editorial Dy kinson, p. 25. 

g) INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 

“El nuevo CPP divide al proceso común en tres etapas: 

Investigación Preparatoria, Etapa Intermedia y el Juzgamiento, 

reconociéndose una etapa procesal, denominada “Diligencias 

Preliminares”. Es de recibo, que la eficacia del Proceso Penal 

depende sobremanera de la etapa de Investigación Preparatoria 

(Sumarial), pues, es en este ámbito donde las agencias de 

persecución penal se dirigen a obtener u adjuntar los medios de 

prueba necesarios para la formulación de la acusación fiscal. 

Dicho en otras palabras: la investigación condiciona la propia 

substanciación del juzgamiento, pues, si la primera se ha realizado 

de forma defectuosa, esto es, no se ha podido alcanzar sus fines 

esenciales (Art. 321.1), la causa deberá de sobreseerse con los 

consiguientes perjurios que ello ocasiona para el sistema de 

justicia penal. La investigación preparatoria prepara el camino 

para el juzgamiento, fijado la naturaleza de los hechos 

incriminados y el debate a desarrollar en su interior, la 

investigación preparatoria solo es eso “preparatoria”, la pregunta 

sobre la culpabilidad o inocencia del imputado, la cuestión penal 

de todo procedimiento penal, solo puede ser dirimida en el 
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contexto de juicio público, conforme a los medios de prueba allí 

presentados, controlados y debatidos”. 

PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl (2013). “Manual de 

Derecho Procesal Penal”. Tercera Edición, Lima, Editorial 

Legales E.I.R.L, p. 226. 

h) DETENIDO 

“La norma fundamental prohíbe al ministerio público su retención 

por más de 48 horas, y tiene ese periodo de tiempo para ordenar 

su libertad o presentarlo ante la autoridad judicial, este plazo 

puede ser duplicado en los casos de delincuencia organizada. Por 

lo tanto, el derecho de los detenidos hacer conducir sin demora 

ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer 

funciones judiciales se limita en virtud del tiempo al tratarse de la 

delincuencia organizada. De igual modo, se limita el derecho de 

los detenidos y presos a recurrir ante un tribunal a fin de que este 

decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y 

ordene su libertad si esta fuere ilegal”. 

SALAZAR QUIÑONEZ, Ariadna (2019). “Los retos del 

proceso penal acusatorio ante la protección de los 

derechos humanos”. Primera Edición electrónica, México. 

i) SENTENCIA 

La sentencia es, pues, la resolución que emite el juzgado sobre 

el litigio sometido a su conocimiento y mediante la cual 

normalmente pone termino al proceso. La terminación normal 

del proceso conduce al juzgador a pronunciar sentencias sobre 

litigio sometido al proceso. Una vez que las partes han formulado 

sus pretensiones y, en su caso sus negaciones y excepciones 

(en la fase expositiva) que han suministrado los medios que 

consideraron pertinente para verificar (fase probatoria) los 

hechos sobre los cuales trataron de fundar sus respectivas 

actitudes y que formularon sus conclusiones (fase de alegatos), 

corresponde al juzgador ahora expresar en la sentencia su 
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decisión sobre el conflicto. Mediante la sentencia, el juez pone 

fin a la instancia o al proceso en definitiva, pronunciándose en 

decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión 

controvertida, declarando el derecho de las partes, o 

excepcionalmente sobre la validez de la relación procesal. 

Asociación Peruana de Investigación de Ciencias Jurídicas 

(APICJ). “Teoría General del Proceso”. Editorial San Marcos 

de Aníbal Jesús Paredes Galván, Lima, 2010, pp. 100-101. 

j) ÓRGANO DE PRUEBA 

“La persona física intermediaria que se interpone entre el objeto 

de la prueba y el juez, y que suministra a éste el conocimiento 

que proporciona el objeto de prueba, se llama Órgano de 

Prueba. Para Florián es la persona por medio de la cual el Juez 

adquiere el conocimiento del objeto de prueba, y eventualmente 

este conocimiento llega a los demás sujetos. 

Mediante el órgano, el Juez adquiere el conocimiento para sí y 

esa percepción puede ser trasmitida a las demás personas del 

proceso. Su actividad de percibir queda absorbida por la 

actividad probatoria. Como el Juez percibe y aprehende 

directamente el objeto de prueba para incorporarlo al proceso, 

se identifica con él y por eso no puede considerársele como 

objeto de prueba. El órgano de prueba trasmite el conocimiento 

directamente. La persona portadora de la prueba suministra al 

Juez el conocimiento en forma inmediata. No existe discusión en 

cuanto que la persona física es órgano de prueba”. 

GARCÍA RADA, Domingo (2012). “Manual de Derecho Penal. 

Tomo IV”. Ediciones Asociación Civil Mercurio Peruano. 

Lima. pp. 198-199. 

 

3.3. Jurisprudencia 

a) “Tanto la presunción de inocencia como la favorabilidad por 

duda (in dubio pro reo), inciden en la valoración probatoria del 

juez ordinario. En el primer caso, bajo una perspectiva objetiva, 
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supone que a falta de pruebas aquella no ha quedado 

desvirtuada, manteniéndose incólume; y, en el segundo caso, 

bajo una perspectiva subjetiva, supone que la actuación 

probatoria no ha sido suficiente para despejar la duda respecto 

a la responsabilidad atribuida”. 

Recurso de Nulidad N° 1224-2017- Cuzco, Primera Sala 

Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, 04 de 

abril del 2010. 

 

b) “Las diligencias de investigación preliminar se encuentran a 

cargo del representante del Ministerio Público, quien en su 

calidad de titular de la acción penal decide la estrategia de la 

investigación. El Ministerio Público ha considerado suficientes el 

informe sobre indicios y la pericia contable oficial para concluir 

las diligencias preliminares y formalizar la investigación 

preparatoria, por lo que no corresponde al juez cuestionar las 

decisiones fiscales, en atención a que en el nuevo modelo 

procesal ya no existe un juego inquisitivo, y el juez únicamente 

puede intervenir ante la vulneración de derechos fundamentales 

en la investigación. Las diligencias preliminares son importantes 

en tanto aseguran el cuerpo del delito, esto es los elementos de 

prueba que por su naturaleza y características son considerados 

actos urgentes e irreproducibles, de ahí que estas diligencias se 

constituyan luego en prueba pre constituida que entrará al 

proceso para ser valorada por el tribunal”. 

 Recurso de Casación N° 14-2010, La Libertad, Corte 

Suprema de Justicia de la República del Perú, Sala Penal 

Permanente, 05 de julio del 2011. 

 

c) “El contenido constitucionalmente protegido del derecho de 

defensa, garantiza que toda persona, natural o jurídica, sometida 

a un proceso jurisdiccional, cualquiera que sea la materia de que 

este se trate, no pueda quedar en estado de indefensión. La 
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situación de indefensión que el programa normativo del derecho 

de defensa repulsa no solo se presenta cuando el justiciable no 

ha tenido la oportunidad de formular sus descargos frente a las 

pretensiones de la otra parte, sino también cuando, no obstante 

haberse realizado determinados actos procesales destinados a 

levantar los cargos formulados en contra, en el caso, se 

evidencie que la defensa no ha sido real y efectiva”. 

 Expediente N° 3397-2015-PC/TC, Resolución del Tribunal 

Constitucional, Ica, 12 de agosto del 2005. 

 

d) “El derecho a la defensa comporta en estricto el derecho a no 

quedar en estado de indefensión en ningún estado del proceso. 

Este derecho tiene una doble dimensión: una material, referida 

al derecho del imputado o demandado de ejercer su propia 

defensa desde el mismo instante en que toma conocimiento de 

que se le atribuye la comisión de determinado hecho delictivo; y, 

otra formal, que supone el derecho a una defensa técnica; esto 

es, al asesoramiento y patrocinio de un abogado defensor 

durante todo el tiempo que dure el proceso”. 

 Recurso de casación N° 413-2014, Lambayeque, Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, 07 de abril del 2015. 

 

e) “Con relación al principio acusatorio este constituye una de las 

garantías esenciales del proceso penal, que integra el contenido 

esencial del debido proceso, referido al objeto del proceso, y 

determina bajo que distribución de roles y en qué condiciones se 

realizó el enjuiciamiento del objeto procesal penal. Este principio 

conforme con reitera jurisprudencia del Tribunal Constitucional 

otorga al sistema de enjuiciamiento las siguientes 

características: a) No puede existir juicio sin acusación, la que 

debe ser formulada por persona ajena al órgano jurisdiccional 

sentenciador, de manera que, si el fiscal no formula acusación 
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contra el imputado, el proceso debe ser sobreseído 

necesariamente. b) No puede condenarse por hechos distintos 

de los acusados ni a persona distinta de la acusada. c) No 

pueden atribuirse al juzgador poderes de dirección material del 

proceso que cuestionen su imparcialidad”. 

 Recurso de casación N° 1089-2017, Amazonas, Sala Penal 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, 

10 de setiembre del 2020. 

 

f) “Las resoluciones judiciales son pasibles de cuestionamiento y, 

como vía legal para objetarlas, puede converger el recurso 

impugnatorio, el cual es el medio al que la parte procesal 

perjudicada con la decisión judicial puede acudir con la finalidad 

de instar a su eliminación o a un nuevo examen de la cuestión 

resuelta. Por ende, la interposición de un recurso, debe ser 

entendida como el acto de “impugnar”, vocablo que a su vez 

tiene las siguientes acepciones: combatir, contradecir y refutar; 

lo que implica la manifestación de voluntad de recurrir con 

evidente discrepancia de la decisión rebatida. En otros términos, 

impugnar genera la posibilidad de promover la revisión de una 

decisión ante el mismo órgano jurisdiccional o un órgano 

superior en grado". 

 Recurso de casación N° 1967-2019, Apurímac, Sala Penal 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, 

13 de abril del 2021. 

 

g) “El vocablo indicio tiene una doble acepción, en primer término, 

se refiere a hechos que son vinculados a otros hechos mediante 

una relación de causalidad, necesitando para ello, un 

razonamiento lógico entre uno y otro, lo que da lugar a la llamada 

prueba indiciaria (…) En conclusión, los elementos de prueba y, 

antes, los elementos de convicción deben ser idóneos y 

necesarios en cada fase o etapa del procedimiento penal para 



96 
 

justificar las diligencias preliminares, el procedimiento penal a 

través de la disposición de la formalización de la investigación 

preparatoria, la acusación y el auto de enjuiciamiento, y, 

finalmente, la sentencia, que requiere, esta sí, elementos de 

prueba. Los actos de aportación de hechos deben recaer tanto 

en los elementos de la figura delictiva cuanto en los factores que 

determinan la intervención delictiva del imputado”. 

 Sentencia Plenaria Casatoria N° 1-2017/CIJ-433, I Pleno 

Jurisdiccional Casatorio de las Salas Penales Permanente y 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, 

11 de octubre del 2017. 

 

h) “El derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, 

consagrado en el inciso 5 del artículo 139 de la Constitución 

Política del Estado, concordante con el artículo 9 inciso 2 párrafo 

primero del Texto Único Ordenado de la Ley N.° 27584, y el 

artículo 12 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial, modificado por la Ley N.° 28490, constituye una 

de las garantías de la administración de justicia, la cual asegura 

que los jueces, cualquiera sea la instancia a la que pertenezcan, 

expresen las razones que los ha llevado a decidir una 

controversia, debiendo precisar la ley aplicable y los 

fundamentos de hecho que sustentan su decisión, motivación 

que debe ser adecuada, suficiente y congruente. Bajo este 

contexto, el contenido esencial del derecho y principio de 

motivación de las resoluciones judiciales se respeta siempre que 

exista fundamentación jurídica, congruencia entre lo pedido y lo 

resuelto y, por sí misma, la resolución judicial exprese una 

suficiente justificación de la decisión adoptada, aún si esta es 

breve o concisa, o se presente el supuesto de motivación por 

remisión”. 
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 Recurso de Casación 1457-2019, Tercera Sala de Derecho 

Constitucional y Social Transitoria, Sullana, 17 de junio del 

2021. 

 

i) “Principio de lesividad, por el cual “la pena, necesariamente, 

precisa de la lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos 

tutelados por ley”, sin embargo, no cualquier lesión o puesta en 

peligro tiene aptitud para activar el sistema penal, sino solo 

aquellos comportamientos sumamente reprochables y no 

pasibles de estabilización mediante otro medio de control social 

menos estricto: en ese sentido, para la materialización de un 

delito se Requiere que el sujeto activo haya cometido un hecho 

lo suficientemente grave como para ser objeto de represión 

penal y no un simple desliz disciplinario”. 

 Recurso de Nulidad 3763-2011, Corte Suprema de Justicia 

Sala Penal Permanente, Huancavelica, 29 de enero del 2013. 

 

j) El recurso de nulidad, está sometido al cumplimiento de diversos 

presupuestos procesales objetivos, subjetivos y formales, cuyo 

incumplimiento origina la declaración de inadmisibilidad del 

mismo e impiden que el órgano jurisdiccional se pronuncie sobre 

el fondo del grado; es decir, sobre la base del principio de 

taxatividad: solo procede contra las resoluciones que la ley 

establece presupuesto objetivo. 

 Recurso de Nulidad 241-2020, Corte Suprema de Justicia 

Sala Penal Transitoria, Lima, 19 de abril del 2021. 

 

 

4. DISCUSIÓN 

• Conto con un abogado de oficio al inicio de las investigaciones, pero no 

contó con un abogado de su libre elección, este se presentó para la 

impugnación de la sentencia. 

• Es de mencionar que el caso proporcionado para materia de análisis 

se tramitó con el actual Código Procesal Penal,  se cumplieron de 
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acuerdo a lo dispuesto tanto en la etapa preparatoria, intermedia y de 

juzgamiento. 

• Con fecha 19 de marzo del 2012, la Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Huaral dispone la formalización de la investigación 

preparatoria por el plazo de 120 días, contra Elvis SÁNCHEZ CHERO, 

por el Delito de Violación de la Libertad Sexual, encontrándose 

conforme los plazos señalados en el Código Procesal Penal, se 

desconoce porque el fiscal no realizó el pedido de prisión preventiva 

contra el acusado. 

• Se instaló el juicio oral, porque el acusado se encontraba como reo 

contumaz, estando con mandato de conducción compulsiva. 

• El recurso de casación N. 12-2015, Huara, del 12 de junio del 2015, fue 

motivado debidamente conforme al inciso 5 del artículo 139 de la 

Constitución Política del Estado, siendo declarado inadmisible, por no 

haber indicado puntualmente las razones que justifiquen el desarrollo 

de la doctrina jurisprudencial conforme al Art. 427, inciso 4, del Código 

Procesal Penal. 

• De acuerdo a lo previsto en artículo 173.2º de Código Penal 

• Se cumplió con el principio de legalidad y el debido proceso. 

• Se disminuyó prudencialmente la pena, por la aplicación de la 

responsabilidad restringida por la edad y por el principio de 

proporcionalidad, debidamente motivado en las sentencias de primera 

y segunda instancia. 

 

5. CONCLUSIONES 

• El imputado ejerció su derecho a la pluralidad de instancias y planteo 

recurso de casación, no se vulneró ninguna garantía o principio 

constitucional. 

• El presente caso se llevó bajo las reglas del Código de Procesal Penal, 

conforme a las tres etapas del proceso común, investigación 

preparatoria, etapa intermedia y etapa de juzgamiento. 
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• No se llevó a cabo la sentencia juicio oral en el plazo correspondiente, 

porque no se encontró presente el acusado, siendo declarado reo 

contumaz, conforme a la ley procesal. 

• Se comprobó en juicio los hechos imputados al acusado, con pruebas 

presentadas en su debido momento por la fiscalía a cargo, siendo 

sentenciado a veinticinco años de pena privativa de libertad, siendo 

reformulada en segunda instancia a veinte años de pena privativa de 

libertad, aplicando la responsabilidad restringida por la edad y el 

principio de proporcionalidad. 

• El recurso de casación se encontró debidamente motivado, este 

recurso extraordinario no es una instancia, por lo mismo no pueden 

valorar pruebas, tan solo establecen un control de legalidad, el 

abogado defensor del imputado pretendía que valoren nuevamente las 

pruebas y no es posible, por lo mismo fue declarado inadmisible, así 

mismo no se señaló las razones que justifican el desarrollo de la 

doctrina jurisprudencial que a su criterio pretendían.  

• Actualmente el delito de violación sexual de menor de edad, tipificado 

en el Art. 173 del código penal es sancionado con una pena privativa 

de libertad de cadena perpetua.  

 

VII. Plan de actividades y cronograma.  

 
ACTIVIDAD 

2022 

Jun Jul Ago Set Oct 
 
1.   Selección del Expediente Civil o Penal 

 
X     

2.   Revision Bibliográfica X     

3.   Revisión y corrección del trabajo de 
 Suficiencia Profesional 

 
 

X    

4.   Recopilación de la información   X X  

5.    Asesorías   X X X 

6.   Informe de los Asesores     X 

7.   Entrega del Trabajo de Suficiencia 
      Profesional 

   
 

X 
 

X 

8.   Correcciones    X X 
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9.   Presentación y sustentación     X 

 

VIII. REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS 

 

Aldo Luis De Cunto. La antijuridicidad y la responsabilidad por acto lícito. 

(2021). 

https://www.juschubut.gov.ar/images/Dossier_De_Cunto.pdf#page=

325 

 

Asociación Peruana de Investigación de Ciencias Jurídicas (APICJ). (2010) 

Teoría General del Proceso”. Editorial San Marcos de Aníbal Jesús 

Paredes Galván, Lima, pp. 100-101. 

 

Bonilla Coneo, J. & Ujueta Marmolejo, L. (2016) La mujer como sujeto activo 

del acceso carnal. p. 3. 

https://revistas.usergioarboleda.edu.co/index.php/visiuris/article/view

/1137/908    

 

Díaz Colchado, J. (2021). Derechos de Justicia. Debido Proceso y tutela 

jurisdiccional efectiva. Lima, Palestra Editores, p. 20.  

 

Ferreres Comella, V. (2020). Más allá del principio de proporcionalidad. 

http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0122-

98932020000200161 

 

García Rada, D. (2012). Manual de Derecho Penal. Tomo IV. Ediciones 

Asociación Civil Mercurio Peruano. Lima. pp. 198-199. 

 

Geovanny Alonso, A. (2019). Análisis del bien jurídico libertad sexual e 

indemnidad sexual del Código Penal Peruano. [Tesis de pregrado]. 

Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa. 

http://repositorio.unsa.edu.pe/handle/UNSA/8485  

 

https://www.juschubut.gov.ar/images/Dossier_De_Cunto.pdf#page=325
https://www.juschubut.gov.ar/images/Dossier_De_Cunto.pdf#page=325
https://revistas.usergioarboleda.edu.co/index.php/visiuris/article/view/1137/908
https://revistas.usergioarboleda.edu.co/index.php/visiuris/article/view/1137/908
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0122-98932020000200161
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0122-98932020000200161
http://repositorio.unsa.edu.pe/handle/UNSA/8485


101 
 

Guevara Cornejo, M. (2016). Análisis del Principio de culpabilidad en el 

derecho administrativo sancionador a partir de la jurisprudencia del 

Tribunal Constitucional. [Tesis de pregrado]. Universidad de Piura. 

Facultad de derecho. p.67. 

https://pirhua.udep.edu.pe/bitstream/handle/11042/2360/DER_051.p

df  

 

Gutiérrez Ramos M. (2021). La violencia sexual en el Perú. Rev Peru Ginecol 

Obstet. 67 (3). DOI: https://doi.org/10.31403/rpgo.v67i2338  

 

Instituto Nacional de Estadística y geografía (2017). Censo Nacional de 

Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales, 

México, SNIEG, p. 304. 

 

Menéndez de Luarca, M. & et. Al. (2022). La prueba en el Proceso Penal. 

Doctrina de la Sala Segunda del Tribunal Supremo. 7 Edición, 

Editorial Thomson Reuters Aranzadi, p. 31. 

 

Montoro Sanchez, J. (2021). "Manual de Derecho Procesal Penal para 

Guardias Civiles". Madrid, Editorial Dykinson S.L, p. 16.  

 

Orestes Arenas Nero. (2020). La  Autoría en el Derecho Penal Panameño. 

https://www.revistas.up.ac.pa/index.php/anuario_derecho/article/vie

w/3035/2705 

 

Olivera Samamé, G. Autoría mediata en el delito de violación de la libertad 

sexual. p. 51. 

https://repositorio.unprg.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12893/575

2/BC-

4158%20OLIVERA%20SAMAM%c3%89.pdf?sequence=1&isAllowe

d=y} 

 

https://pirhua.udep.edu.pe/bitstream/handle/11042/2360/DER_051.pdf
https://pirhua.udep.edu.pe/bitstream/handle/11042/2360/DER_051.pdf
https://doi.org/10.31403/rpgo.v67i2338
https://www.revistas.up.ac.pa/index.php/anuario_derecho/article/view/3035/2705
https://www.revistas.up.ac.pa/index.php/anuario_derecho/article/view/3035/2705
https://repositorio.unprg.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12893/5752/BC-4158%20OLIVERA%20SAMAM%c3%89.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://repositorio.unprg.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12893/5752/BC-4158%20OLIVERA%20SAMAM%c3%89.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://repositorio.unprg.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12893/5752/BC-4158%20OLIVERA%20SAMAM%c3%89.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://repositorio.unprg.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12893/5752/BC-4158%20OLIVERA%20SAMAM%c3%89.pdf?sequence=1&isAllowed=y


102 
 

Osorio, L. G. (2012). Otra cara del sistema acusatorio colombiano: 

Menosprecio de la libertad personal y autoritarismo penal. 

Universidad de Antioquia. 

 

Peña Cabrera Freyre, A. (2013). Manual de Derecho Procesal Penal. Tercera 

Edición, Lima, Editorial Legales E.I.R.L, p. 226. 

 

Salazar Quiñonez, A. (2019). Los retos del proceso penal acusatorio ante la 

protección de los derechos humanos. Primera Edición electrónica, 

México. 

Sánchez Díaz, E. & Sánchez Moreno, W. (2022). Principio elemental de la 

prueba suficiente en el derecho penal, Lima, Lex Revista de 

Investigación en Ciencias Jurídicas, p. 218. 

http://portal.amelica.org/ameli/journal/622/6223412007/6223412007.

pdf  

 

Vidal Herrero, A. (2019). La Apelación reconvencional civil. Madrid, Editorial 

Dy kinson, p. 25. 

 

Yesid Reyes Alvarado. ¿Cómo y para qué se construye una teoría del caso? 

2020. P. 7. DGP Editores S.A.S. 

https://books.google.com.pe/books?id=ryApEAAAQBAJ&printsec=fr

ontcover&dq=teoria+del+caso+penal&hl=es&sa=X&redir_esc=y#v=

onepage&q&f=false  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

http://portal.amelica.org/ameli/journal/622/6223412007/6223412007.pdf
http://portal.amelica.org/ameli/journal/622/6223412007/6223412007.pdf
https://books.google.com.pe/books?id=ryApEAAAQBAJ&printsec=frontcover&dq=teoria+del+caso+penal&hl=es&sa=X&redir_esc=y#v=onepage&q&f=false
https://books.google.com.pe/books?id=ryApEAAAQBAJ&printsec=frontcover&dq=teoria+del+caso+penal&hl=es&sa=X&redir_esc=y#v=onepage&q&f=false
https://books.google.com.pe/books?id=ryApEAAAQBAJ&printsec=frontcover&dq=teoria+del+caso+penal&hl=es&sa=X&redir_esc=y#v=onepage&q&f=false


103 
 

IX. ANEXOS 

 

 

 
 
 
 
 
 
 

FORMALIZACIÓN Y 
CONTINUACIÓN DE 

INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA  

 
 
 
 
 



104 
 

 



105 
 

 



106 
 

 

 
 
 
 
 

 
 
 
 

PRÓRROGA DEL PLAZO DE LA 
INVESTIGACIÓN 

PREPARATORIA (60 DÍAS) 
 



107 
 

 



108 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 

DISPOSICIÓN DE 
CONCLUSIÓN DE LA 

INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA 



109 
 

 



110 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

ETAPA INTERMEDIA 
REQUERIMIENTO DE 
ACUSACIÓN FISCAL  



111 
 

 



112 
 

 



113 
 

 
 
 
 
 
 
 



114 
 

 

 
 
 

 



115 
 

 

 



116 
 

 

 

 

AUDIENCIA DE CONTROL DE 
ACUSACIÓN Y EMISIÓN DE 
AUTO DE ENJUICIAMIENTO 



117 
 

 



118 
 

 



119 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

AUTO DE 
ENJUICIAMIENTO



120 
 

 



121 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



122 
 

 

 



123 
 

 
 
 
 

 
 
 
 

INSTALACIÓN DE JUICIO 
ORAL 

 

 

 



124 
 

 



125 
 

 



126 
 

 



127 
 

 



128 
 

 
 
 
 
 
 
 



129 
 

 

 



130 
 

 

 



131 
 

 



132 
 

 



133 
 

 



134 
 

 



135 
 

 



136 
 

 



137 
 

 



138 
 

1 

 
 

 
 

 
 
 
 
 
 

SENTENCIA  
(04JUN2014) 

 

 

 

 

 



139 
 

 



140 
 

 



141 
 

 



142 
 

 



143 
 

 



144 
 

 



145 
 

 



146 
 

 



147 
 

 
 



148 
 

 



149 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

SENTENCIA DE 

SEGUNDA 

INSTANCIA 

(28OCT2014) 



150 
 

 



151 
 

 



152 
 

 



153 
 

 



154 
 

 

 

 

    

 

 

 



155 
 

 

 

 

 

} 

 

 



156 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



157 
 

 

 

 

 



158 
 

 

 

 

 



159 
 

 

 

 

 
 
 
 

 
 

RECURSO DE CASACIÓN 
(12JUN2015) 

 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 



160 
 

 

 



161 
 

 



162 
 

 

 



163 
 

 
 


